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al ordenamiento jurídico - II La Organización del Estado: la distribución 
vertical del poder público y las personas jurídicas estatales - III La Separación 
Orgánica (horizontal) del poder público y el carácter inter-orgánico de la Ad-
ministración Pública - IV Las Funciones del Estado, su ejercicio inter-orgánico 
y la función administrativa - V Los Actos Estatales, su carácter inter-funcional 
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Uno de los signos más característicos del derecho administrativo  

en el mundo contemporáneo es el de su progresiva constitucionaliza  ción, 

y a la vez, del derecho constitucional, el que las Constituciones hayan supe -

rado su tradicional contenido orgánico/dogmático relativo a la organización 

básica del Estado y al régimen de los derechos y garantías constitucionales, 

y cada vez con mayor frecuencia hayan incorporado a su normativa, los 

principios básicos del funcionamiento de la Administración Pública y de 

la actividad administrativa del Estado. 

Por ello, con razón, en el derecho público contemporáneo se puede 

hablar de la existencia de un marco constitucional del derecho adminis-

trativo, el cual, por ejemplo, en el derecho venezolano se conforma por los 

siguientes principios fundamentales insertos en la Constitución de 1999:1 en 

primer lugar, el principio de la legalidad, que en particular, se fundamenta 

en la supremacía constitucional, y los principios de la for mación del derecho 

por grados y la sumisión de la Administración Pública al ordenamiento 

jurídico; en segundo lugar, los principios relativos a la organización del Esta-

do, a la distribución vertical del Poder Público y los que rigen las personas 

1  Véase en general sobre los principios fundamentales del derecho público (constitucional y administrativo) en la 
Constitución de 1999, Allan R. Brewer-Carías, Principios fundamentales del derecho público, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas 2005; Derecho Administrativo, Universidad Externado de Colombia, Universidad Central 
de Venezuela, Tomo I, Bogotá, 2006.
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jurídicas estatales; en tercer lugar, los principios de la separación orgánica 

(horizontal) del Poder Público y el carácter inter-orgánico de la Adminis-

tración Pública; en cuarto lugar, los principios rela tivos a las funciones del 

Estado, a su ejercicio inter-orgánico y a la función administrativa; en quinto 

lugar, los principios relativos a los actos esta tales, su carácter inter-funcional 

y a los actos administrativos; y en sexto lugar, el principio del control de la 

Administración Pública y la responsa bilidad administrativa. 

El marco constitucional del derecho administrativo está conformado 

por dichos principios, que analizamos a continuación.

I  El Principio de la Legalidad: La Supremacía Constitucional, la  

 formación del derecho por grados, y la sumisión de la Admi- 

 nistración Pública al ordenamiento jurídico

El derecho administrativo está montado sobre el principio de lega-

lidad, de manera que puede hablarse de tal derecho administrativo cuando 

los órganos del Estado que conforman la Administración Pública están 

sometidos al derecho, y particularmente al derecho desarrollado para 

normar sus actuaciones. 

El principio de legalidad es, por tanto, el primero de los principios 

del derecho administrativo que han sido constitucionalizados, como con-

secuencia de la concepción del Estado como Estado de derecho (art. 2), 

que implica la necesaria sumisión de sus órganos al ordenamiento jurídico. 

Este, compuesto por la propia Constitución, que tiene aplicación directa 

como norma, por las leyes y además, por el conjunto de reglamentos y 

normas dictados por las autoridades competentes.2

El primer elemento del principio de la legalidad, por tanto, es el de 

la supremacía constitucional, que la Constitución regular en forma expresa, 

en el artículo 7, al disponer que “La Constitución es la norma suprema y 

el fundamento el ordenamiento jurídico”, a la cual quedan sujetos “todas 

las personas y los órganos que ejercen el Poder Público”;3 constituyendo 

uno de los deberes constitucionales de los ciudadanos y funcionarios, el 

“cumplir y acatar” la Constitución (art. 131). Todos los órganos del Esta-

2  Véase Antonio Moles Caubet, El principio de legalidad y sus implicaciones, Universidad Central de Venezuela, 
Facultad de Derecho, Publicaciones del Instituto de Derecho Público, Caracas, 1974. 

3  Nos correspondió proponer en la Asamblea la consagración en forma expresa de dicho principio constitucional. 
Véase Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente, (Aportes a la Asamblea Nacional Constituyente), Tomo II, 
(9 septiembre-17 octubre 1999), Fundación de Derecho Público-Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1999, 
p. 24.
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do, por tanto, están sometidos a la Administración, y dentro de ellos, por 

supuesto, los que conforman la Administración Pública, a cuyo efecto, el 

artículo 137 de la propia Constitución dispone que “la Constitución y las 

leyes definen las atribuciones de los órganos que ejercen el Poder Públi-

co, a las cuales deben sujetarse las actividades que realicen”; y el artículo  

141, al precisar los principios que rigen la Administración Pública, dispone 

que ésta debe actuar “con sometimiento pleno a la ley y al derecho”. 

Por tanto, conforme a este principio de sumisión del Estado a la ley 

y al derecho, es decir, el principio de legalidad, todas las actividades de los 

órganos del Estado, y de sus autoridades y funcionarios, deben realizarse 

conforme a la Constitución y la ley, y dentro de los límites establecidos 

por las mismas. Ahora bien, en relación con el principio de legalidad, en 

el ordenamiento jurídico se distinguen siempre por una parte, las normas 

que integran la Constitución en sí misma, como derecho positivo supe-

rior; y por la otra, las normas que son sancionadas por una autoridad con 

pode res derivados de la Constitución. En otras palabras, particularmente 

en aquellos sistemas con Constituciones escritas, siempre puede estable-

cerse una distinción entre la norma constitucional y legislación ordinaria; y 

luego, entre la legislación y las normas dictadas en ejecución de la misma; 

pudiendo decirse que las normas que integran el ordenamiento jurídico 

siempre se organizan deliberada o espontáneamente en forma jerárquica, 

de manera que existen normas en un nivel superior que siempre prevalecen 

sobre otras normas de nivel inferior. Se trata del principio de la formación 

del derecho por grados, derivado de las ideas de Hans Kelsen sobre los 

sistemas jurídicos como una jerarquía de normas, lo cual permite deter-

minar la relación jerárquica que existe entre el conjunto normas o de reglas 

de derecho que forman el ordenamiento.4

Ello implica que en el análisis global del ordenamiento jurídico,  

se puede establecer una distinción entre aquellos actos de Estado que 

se dictan en ejecución directa e inmediata de la Constitución, es decir,  

que son dictados directamente en ejercicio de poderes constitucionales,  

y aquellos cuya ejecución no está directamente relacionada con la Cons-

titución y que se dictan en ejercicio directo de poderes establecidos  

en normas de derecho inferiores a la Constitución. Estos son actos de 

ejecución directa e inmediata de la legislación y de ejecución indirecta y 

4 KELSEN, H. Teoría pura del Derecho, Buenos Aires, 1981, p. 135.
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mediata de la Constitución.5

Los primeros, es decir, los actos realizadas en ejecución directa e 

inmediata de la Constitución, precisamente por ello, sólo están y pueden 

estar sometidas a lo que dispone el texto fundamental, no teniendo com-

petencia el Legislador para regularlas mediante leyes; los segundos, en 

cambio, son actos realizados en ejecución directa e inmediata de la legis-

lación e indirecta y mediata de la Constitución, las cuales, precisamente por 

ello, además de estar sometidas al texto fundamental (como toda actividad 

estatal), están sometidas a las regulaciones establecidas, además de en la 

Constitución, en las leyes y en las otras fuentes del derecho. 

Los primeros por otra parte, dada la ejecución directa e inmediata 

de la Constitución, sólo están sometidos al control de constitucionalidad 

a cargo de la Jurisdicción Constitucional que corresponde a la Sala Cons-

titucional del Tribunal Supremo (arts. 334, 336,2 y 4); los segundos, en 

cambio, están sometidos al control de constitucionalidad y de legalidad que 

corresponden a las otras Jurisdicciones del Poder Judicial, tanto a las ordi-

narias, como sucede con las apelaciones y la Casación en lo que con cierne 

a la actividad judicial; como a la Jurisdicción Contencioso-Admi nistrativa 

y a la Jurisdicción Contencioso-Electoral (arts. 259, 297) cuando se trata 

de actividades administrativas. 

Las actividades administrativas, por tanto y por esencia, constituyen 

actividades estatales que se realizan siempre en ejecución directa e inme-

diata de la legislación y por lo tanto, en ejecución indirecta y mediata de 

la Cons titución; y precisamente por ello se dice que esencialmente son de 

carácter sublegal, pues están sometidos no sólo a la Constitución sino a la 

ley, y por eso es que su control corresponde a la Jurisdicción contencioso 

administrativa y en su caso, a la Jurisdicción contencioso electoral. 

De lo anterior resulta, que toda actividad administrativa es, ante todo, 

desde el punto de vista formal, una actividad que siempre es de carácter 

sublegal, es decir, de ejecución directa e inmediata de la legislación (así las 

leyes reglamentarias correspondientes no se hayan dictado) y de ejecución 

indirecta y mediata de la Constitución. Por supuesto, también las actividades 

judiciales son siempre de carácter sublegal, siendo la diferencia entre una y 

5  Véase sobre el sistema jerarquizado o graduado del orden jurídico en el orden constitucional venezolano Allan 
R. Brewer-Carías, Derecho Administrativo, Tomo I, Ediciones de la Facultad de Derecho, Caracas, 1975, p. 373 
y ss.; Evolución Histórica del Estado, Tomo VI de Instituciones Políticas y Constitucionales, Universidad Católica 
del Táchira-Editorial Jurídica Venezolana, Caracas,-San Cristóbal 1996, p. 107-117.
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otra de carácter orgánico, en el sentido que las acti vidades judiciales siempre 

las realizan órganos autónomos e independientes en ejecución de la fun-

ción jurisdiccional, como lo son los órganos que ejercen el Poder Judicial. 

En cuanto a los actos de gobierno, son dictados por el Presidente de 

la República en ejercicio sólo de atribuciones constitucionales,6 razón por 

la cual no pueden estar regulados o limitados por la Asamblea Nacional 

mediante leyes. Tienen el mismo rango que la ley, y por ello, el control 

judicial sobre ellos es un control de constitucionalidad. 

De lo anterior resulta, por tanto, que lo que constituyen las normas 

de derecho en relación con cada órgano del Estado, varía y tiene un ám-

bito diferente dependiendo de la posición que tiene cada norma o acto 

del Estado en el sistema jurídico jerarquizado. Por ello, para el Legislador, 

lega lidad quiere decir constitucionalidad o sumisión a la Constitución, 

igual que para el Jefe de Estado con respecto a los actos de gobierno. En 

ambos casos, dichos actos se adoptan en ejecución directa e inmediata  

de la Constitución, sin la interferencia de actos del Parlamento, en forma 

tal que sólo están subordinados a la Constitución y no puede en general 

haber ley alguna que los condicione, dando origen al control judicial de 

la constitucionalidad de los actos estatales (Jurisdicción constitucional).7

Además de los actos dictados en ejecución directa e inmediata de 

la Constitución, en los sistemas legales graduados que han dado origen a 

los sistemas de control judicial o jurisdiccional de la constitucionalidad, es 

evidente que el principio de legalidad, por su ámbito, desempeña un papel 

mucho más importante en el segundo nivel de ejecución del orde namiento 

jurídico, es decir, en aquellos actos del Estado dictados en ejecu ción direc-

ta e inmediata de la legislación, o en ejecución indirecta y me diata de la 

Constitución. Aquí, el principio de legalidad se ha desarrollado en el pleno 

sentido de la palabra, particularmente con referencia a la Administración 

Pública, dando origen al control judicial o jurisdiccional de la legalidad de 

6  Allan R. Brewer-Carías, “Comentarios sobre la doctrina del acto de gobierno, del acto político, del acto de 
Estado y de las cuestiones políticas como motivo de inmunidad jurisdiccional de los Estados en sus Tribunales 
nacionales”, en Revista de Derecho Público, n. 26, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, abril-junio 1986, p. 
65-68. 

7  Véase Allan R. Brewer-Carías, La justicia constitucional, Tomo VI de Instituciones Políticas y Constitucionales, 
Universidad Católica del Táchira-Editorial Jurídica Venezolana, Caracas,-San Cristóbal 1996; El sistema de 
justicia constitucional en la Constitución de 1999 (Comentarios sobre su desarrollo jurisprudencial y su expli-
cación, a veces errada, en la Exposición de Motivos), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000; “La Justicia 
Constitucional en la Nueva Constitución” en Revista de Derecho Constitucional, n. 1, Septiembre-Diciembre 
1999, Editorial Sherwood, Caracas, 1999, p. 35-44; Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia. Procesos y 
procedimientos constitucionales y contencioso administrativos, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2004, 
p. 75 y ss. 
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los actos administrativos (Jurisdicción contencioso administrativa),8 y por 

consiguiente, al derecho administrativo. 

En consecuencia, en un Estado de derecho, el grado de sumisión de 

la Administración Pública al principio de la legalidad, es de mayor ámbito 

que el de la sumisión a las normas de derecho por parte de los órganos 

constitucionales del Estado. La Asamblea o el Parlamento están someti-

dos a la Constitución e, incluso, el Jefe de Estado o de Gobierno, cuando 

dicta actos de gobierno sólo está sometido en general, a la Cons titución; 

mientras que los órganos y las autoridades administrativas están envueltos 

en un área de legalidad de mayor ámbito puesto que están some tidos a la 

“legislación”, la cual ejecutan. Esta es la razón por la cual, en este campo, 

el principio de legalidad tomó el significado que normalmente tiene en 

relación a la actividad administrativa del Estado contemporáneo. 

II La Organización del Estado: la distribución vertical del poder  

 público y las personas jurídicas estatales

El derecho administrativo, como derecho que rige la organización  

y funcionamiento de la administración Pública, está condicionado por la 

concreta organización constitucional del Estado, pues de ella deriva que 

exista una Administración Pública, o múltiples Administraciones Pública, 

personificadas o no. 

En Venezuela, por ello, otro principio que condiciona al derecho ad-

ministrativo en la Constitución de 1999, es el principio de la distribución 

territorial del Poder Público, que deriva de la forma federal del Estado, y 

que encuentra su expresión formal en el artículo 4 de la Constitución que 

precisa que “La República Bolivariana de Venezuela es un Estado federal 

descentralizado en los términos consagrados por esta Constitución”; fór-

mula más o menos similar a la del artículo 2 de la Constitución de 1961 

que decía que “La República de Venezuela es un Estado federal, en los 

términos consagrados por esta Constitución”. 

A tal efecto, el artículo 136 de la Constitución de 1999, organiza  

al Estado con forma federal mediante un sistema de “división vertical”9
 
del 

Poder Público en tres niveles: Nacional, Estadal y Municipal, atribuyendo su 

8  Véase Allan R. Brewer-Carías, La justicia contencioso administrativa, Tomo VII de Instituciones Políticas y Cons-
titucionales, Universidad Católica del Táchira-Editorial Jurídica Venezolana, Caracas,-San Cristóbal 1996; Allan 
R. Brewer-Carías, Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia. Procesos y procedimientos constitucionales y 
contencioso administrativos, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2004, p. 127 y ss.
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ejercicio a diversos órganos y asignando competencias exclu sivas en los tres 

niveles, además de las competencias concurrentes entre ellos.10

En todo caso, “los términos consagrados por la Constitución” (art. 

4) relativos a la forma de Estado federal descentralizado, son la clave para 

determinar efectivamente el grado de descentralización del Estado y,  

por tanto, de la Federación. En la Constitución de 1999, en todo caso, 

y salvo en el nominalismo, no se avanzó mayormente en relación con lo  

que existía en el texto de 1961,11 habiéndose sólo constitucionalizado, en 

realidad, aspectos que ya se habían establecido en la Ley Orgánica de Des-

centralización, Delimitación y Transferencia de Competencias del Poder 

Público de 1989, los cuales, además, ya tenía rango de ley constitucional 

en lo que se refería a la transferencia a los Estados de competencias del 

Poder Nacional.12

La distribución territorial o vertical del poder, en todo caso, implica 

autonomía territorial, y sobre ello, la Constitución de 1999, dispone que 

los Estados son “entidades políticas autónomas en lo político” (art. 159); 

y que los Municipios gozan de “autonomía dentro de los límites de esta 

9  Véase sentencia n. 355 de 11-5-2000, Revista de Derecho Público, n. 82, abril-junio. Editorial Jurídica Vene-
zolana, Caracas, 2000, p. 342 y ss. 

10  Véase en general, sobre el Poder Público y la forma federal del Estado,; Allan R. Brewer-Carías, “La descentrali-

en Boletín de la Academia de Ciencias Políticas y Sociales, n. 138, Año LXVIII, enero-diciembre 2001, Caracas 
2002, p. 313-359; y publicado también en Provincia. Revista Venezolana de Estudios Territoriales, Número 7, 
julio-diciembre 2001, II Etapa, Centro Iberoamericano de Estudios Provinciales y Locales (CIEPROL), Universidad 
de los Andes, Mérida, 2001, p. 7-92; Allan R. Brewer-Carías, “Consideraciones sobre el régimen de distribución 
de competencias del Poder Público en la Constitución de 1999” en Fernando Parra Aranguren y Armando 
Rodríguez García Editores, Estudios de Derecho Administrativo. Libro Homenaje a la Universidad Central de 
Venezuela, Tomo I, Tribunal Supremo de Justicia, Caracas 2001, p. 107-136; Allan R. Brewer-Carías, “Consi-
deraciones sobre el régimen constitucional de la organización y funcionamiento de los Poderes Públicos”, en 
Revista Derecho y Sociedad de la Universidad Monteávila, n. 2 (abril), Caracas, 2001, p. 135-150. 

11  Véase por ejemplo, Rafael J. Chavero Gazdik, “La forma de Estado prevista en la Constitución de 1999 (¿Un 
canto de sirenas?)”, en Revista de Derecho Público, n. 81 (enero-marzo), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
2000, p. 29-39. Véase en general, sobre la forma del Estado como “Federación Descentralizada”, Allan R. 
Brewer-Carías, Asamblea Constituyente y ordenamiento constitucional, op. cit., p. 122-144; Allan R. Brewer-
-Carías, op. cit., p. 158 y ss.; María V. Espina y Ornella 
Bernabei Zaccaro, “Nueva estructura del Estado venezolano”, en Comentarios a la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela”. Vadell Hermanos Editores, Caracas, 2000, p. 65-116; César A. Loaiza Moyetones, 
“Determinación analítica del concepto de Estado”, en Derecho Constitucional. General y Particular. Actualizado 

Tomo I, Universidad Santa María, 
Caracas, p. 25-84. Alfonso Rivas Quintero, Derecho Constitucional, Paredes Editores, Valencia-Venezuela, 2002, 
p. 182 y ss.; Ricardo Combellas, Derecho Constitucional: una introducción al estudio de la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela, Mc Graw Hill, Caracas 2001, p. 42 y ss., 121 y ss.; e Hildegard Rondón 
de Sansó, Análisis de la Constitución venezolana de 1999, Editorial Ex Libris, Caracas, 2001, p. 67-68.

12  Véase Carlos Ayala Corao, “Naturaleza y alcance de la descentralización estadal” en Allan R. Brewer-Carías 
et al, Leyes para la Descentralización Política de la Federación, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1994, 
p. 99 y ss; y Allan R. Brewer-Carías, Asamblea Constituyente y Ordenamiento Constitucional, Biblioteca de la 
Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Serie Estudios n. 53, Caracas, 1999, p. 122 y ss.
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Constitución y de la ley” (art. 168). A tal efecto, la Constitución establece 

los principios generales de la organización del Poder Público Estadal, 

conforme al principio de separación orgánica en dos Poderes: el Poder 

Legislativo, a cargo de los Consejos Legislativos Estadales cuyos miembros 

son electos por votación popular directa y secreta; y el Poder Ejecutivo,  

a cargo de los Gobernadores, cuya elección se estableció a partir de 1989 

(Arts. 160; 162). Además en la Constitución se prevé un órgano del Poder 

Público estadal con autonomía funcional, que es la Contraloría del Estado, 

la cual puede ser configurada como Poder Contralor (art. 163). En igual 

sentido, respecto de los Municipios también se establecen los principios 

generales de la organización del Poder Público Municipal, conforme al 

principio de separación orgánica en dos Poderes: el Poder Legislativo, a 

cargo de los Consejos Municipales cuyos miembros son electos por vota-

ción popular directa y secreta; y el Poder Ejecutivo, a cargo de los Alcaldes 

(art. 174), cuya elección se estableció a partir de 1989. Además en la Cons-

titución se prevé un órgano del Poder Público municipal con autonomía 

funcional, que es la Contraloría municipal (art. 176). 

La consecuencia de lo anterior, es que en el ordenamiento consti-

tucional venezolano, el principio de la distribución vertical del Poder Públi-

co conduce a la existencia de tres niveles autónomos de Administración 

Pública: la Administración Pública Nacional, la Administración Pública 

Estadal (Gobernaciones) y la Administración Pública Municipal (Alcaldías), 

cada una integrada en una persona jurídica estatal distinta: la República, 

los Estados y los Municipios, respectivamente. 

En efecto, la consecuencia del principio de la distribución vertical 

del poder público es que el Estado esta conformado por diversas entidades 

político-territoriales que actualizan la personalidad jurídica del Estado. El 

Estado, por tanto, en el ámbito interno no es una persona jurídica, sino 

que esta conformado por un conjunto de personas jurídicas que son las 

personas jurídicas estatales. 

En consecuencia, en Venezuela, tratándose de un Estado con forma 

federal, conforme al cual “el Poder Público se distribuye entre el Poder Mu-

nicipal, el Poder Estatal y el Poder Nacional” (art. 136 de la Constitu ción), 

el “Estado” está básicamente conformado por un conjunto de per sonas 

jurídicas que conforman la organización política en el territorio como son 

la República, los estados y los municipios, y por otras personas jurídicas 

estatales producto de la descentralización política y funcional. 
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El Estado, por tanto, se insiste, no es una persona jurídica en el ámbito 

interno; lo que existen son muchas personas jurídicas que actua lizan su 

voluntad y que son las personas jurídicas estatales las cuales en definitiva, 

conforman el Estado. Estas personas jurídicas estatales, como sujetos de 

derecho cuyos órganos conforman la Administración Pública, son las que 

constituyen objeto de regulación por parte del derecho adminis trativo 

porque en definitiva, son las que establecen las relaciones jurídico-admi-

nistrativas con los otros sujetos de derecho y los administrados.

Las personas jurídicas estatales, sin embargo, no tienen una sola 

forma jurídica, sino que pueden tener la forma jurídica de derecho públi-

co o la forma jurídica de derecho privado, según se constituyan mediante 

mecanismos de derecho público regulados en la propia Constitución o  

en las leyes o mediante los mecanismos regulados en el derecho privado, 

particularmente en el Código Civil. En el derecho público venezolano, por 

tanto, hay dos clasificaciones de las personas jurídicas: las personas esta-

tales y no estatales, según su integración o no a la organización general 

del Estado o sector público; y las personas jurídicas de derecho público y 

de derecho privado, según la forma jurídica adoptada para su creación;13 

clasificaciones que han sido acogidas por la Constitución de 1999.14

En efecto, el artículo 145 de la Constitución, al establecer la inhabi-

litación de los funcionarios públicos para celebrar contratos con entes que 

conforman el sector público, se refiere a los municipios, los estados, la 

República “y demás personas jurídicas de derecho público o de derecho 

privado estatales”. De esta norma, lo que a los efectos de este principio 

interesa destacar en relación con los funcionarios de las personas jurídi-

cas estatales y la celebración de contratos públicos, es la doble distinción 

señalada que en ella se establece respecto de las personas jurídicas: por 

13

Revista Argentina 
de Derecho Administrativo, n. 12, Buenos Aires, 1977, p. 15 a 29; en Revista de la Facultad de Derecho, Uni-
versidad Central de Venezuela, n. 57, Caracas, 1976, p. 115 a 135; y en Fundamentos de la Administración 
Pública, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1980, p. 223 a 248.

14

sobre personas jurídicas estatales y personas jurídicas de derecho público, en Allan R. Brewer-Carías, Debate 
Constituyente (Aportes a la Asamblea Nacional Constituyente), Tomo II, op cit. p. 169 y ss. Sobre la distinción 
en la Constitución, véase Allan R. Brewer-Carías, “Sobre las personas jurídicas en la Constitución de 1999” 
en Derecho Público Contemporáneo. Libro Homenaje a Jesús Leopoldo Sánchez, Estudios del Instituto de 
Derecho Público, Universidad Central de Venezuela, enero-abril 2003, Volumen 1, pp.48-54; y “El régimen de 
las personas jurídicas estatales político-territoriales en la Constitución de 1999 en El Derecho constitucional y 
público en Venezuela. Homenaje a Gustavo Planchart Manrique, Tomo I, Universidad Católica Andrés Bello, 
Tinoco, Travieso, Planchart & Núñez, Abogados, Caracas, 2003, p. 99-121.
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una parte, entre las personas jurídicas de derecho público y las personas 

jurídicas de derecho privado; y por la otra, entre las personas jurídicas 

estatales y las personas jurídicas no estatales. La prohibición de contratar 

que se impone a los funcionarios públicos, por supuesto, es con las per-

sonas jurídicas estatales, cualquiera que sea la forma jurídica que tengan, 

de derecho público o de derecho privado. 

Estas dos clasificaciones o distinciones respecto de las personas jurí-

dicas se recogen, además, en otras normas constitucionales: En cuanto a las 

personas jurídicas de derecho público y de derecho privado, en el artículo 

322 de la Constitución, cuando al señalar que la seguridad de la Nación 

es competencia esencial y responsabilidad del Estado, indica que aquella 

se fundamenta en el desarrollo integral de la Nación y que su defensa es 

responsabilidad de los venezolanos y de las “personas naturales y jurídicas, 

tanto de derecho público como de derecho privado” que se encuentren en el espacio 

geográfico nacional. Por otra parte, en los artículos 159 y 168, en los cuales 

se determina expresamente la personalidad jurídica res pecto de los estados y 

municipios como personas jurídicas de derecho público territoriales; en los 

artículos 142 y 189,1, en los cuales se regula a los institutos autónomos como 

personas jurídicas de derecho público insti tucionales; y el artículo 318, el 

cual califica expresamente al Banco Central de Venezuela como “persona 

jurídica de derecho público”. 

En cuanto a la integración de las personas jurídicas a la organización 

general del Estado o al sector público, es decir, a las personas jurídicas es-

tatales, el artículo 190, al regular las incompatibilidades de los diputados 

a la Asamblea Nacional, precisa, entre otros aspectos, dispone los mismos 

no pueden ser propietarios, administradores o directores de empresas 

“que contraten con personas jurídicas estatales”. Por otra parte, en el artículo 

180, al regular la inmunidad tributaria de los entes o personas jurídicas 

político-territoriales (República, estados y municipios) entre sí, se señala 

que la inmunidad frente a la potestad impositiva de los municipios a favor 

de los demás entes político territoriales “se extiende sólo a las personas 

jurídicas estatales creadas por ellos”. Además, el artículo 289, al regular las 

atribuciones de la Contraloría General de la República, precisa la compe-

tencia de este órgano para realizar inspecciones y fiscalizaciones respecto 

de “las personas jurídicas del sector público”. 

De toda esta normativa constitucional deriva, por tanto, como ya 

hemos señalado, que la expresión genérica de “Estado” comprende a todas 
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las personas jurídicas que en el orden interno y en la organización política 

del Estado federal se consideran como parte del mismo, conforme a los 

tres niveles de distribución territorial del Poder Público: nacional, estadal 

y municipal. 

Se establecen así, en la Constitución, como hemos indicado, dos 

clasificaciones respecto de las personas jurídicas. La primera, que distingue 

entre las personas jurídicas estadales, que forman parte de la organiza-

ción general del Estado en sus tres niveles territoriales o, si se quiere, del 

sector público; y las personas jurídicas no estatales, que no forman parte 

del Esta do o del sector público; y la segunda, que distingue según la forma 

jurídica que adoptan las personas jurídicas, entre personas jurídicas de 

derecho público, como los institutos autónomos, y personas jurídicas de 

derecho privado, como las sociedades anónimas del Estado (empresas del 

Estado, o empresas públicas conforme las denominan los artículos 189,1 y 

184,4, respectivamente, de la Constitución). 

III  La Separación Orgánica (horizontal) del poder público y el carácter  

 inter-orgánico de la Administración Pública 

El tercer principio constitucional que condiciona el derecho admi-

nistrativo en Venezuela, es el de la penta división horizontal o separación 

orgánica de poderes, que origina órganos independientes y autónomos 

entre sí, que ejercen las diversas ramas del Poder Público: Legislativa, Eje-

cu tiva, Judicial, Ciudadana y Electoral. 

La Constitución de 1999, en efecto, adoptó un novedoso sistema 

de separación orgánica del Poder Público Nacional, al hacerlo entre cin-

co Poderes, agregando a los tradicionales Poderes Legislativo, Ejecutivo  

y Judi cial, dos nuevos, los Poderes Ciudadano y Electoral. Por tanto, en el 

nivel nacional se distinguen cinco ramas del Poder Público: el Poder Legis-

lativo Nacional, el Poder Ejecutivo Nacional, el Poder Judicial, el Poder 

Ciudadano y el Poder Electoral, correspondiendo su ejercicio a cinco com-

plejos orgánicos diferenciados y separados. Estos son, respectivamente, la 

Asamblea Nacional; el Presidente, sus Ministros y el resto de los órganos 

del denominado “Ejecutivo Nacional”; el Tribunal Supremo de Justicia  

y los demás tribunales de la República, así como la Dirección Ejecutiva  

de la Magistratura y los otros órganos de gobierno y administración del 

Poder Judicial; el Ministerio Público o Fiscalía General de la República,  

la Contraloría General de la República y la Defensoría del Pueblo; y el 
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Consejo Nacional Electoral, sus Comisiones y Juntas. Estos cinco conjun-

tos orgánicos se encuentran separados, son autónomos e independientes 

entre sí, y cada uno de ellos tiene sus competencias constitucionales y 

legales específicas. 

En esta forma, la otrora clásica división del poder en la ramas Legis-

lativa, Ejecutiva y Judicial, se había roto en el constitucionalismo moderno 

desde el Siglo XX, de manera que en general, el Poder Público se ejerce, 

además de por los órganos que componen las tres clásicas ramas, por 

otra serie de órganos que progresivamente han sido constitucionalizados  

y dotados de autonomía funcional, y que en el caso de Venezuela, ahora 

han sido erigidos en ramas formales del Poder Público.15 Es el caso del 

Poder Ciudadano, que integra los ya clásicos órganos constitucionales de 

control (art. 273), como la Contraloría General de la República (art. 267); 

el Ministerio Público: (art. 284) y la Defensoría del Pueblo (art. 280); y del 

Poder Electoral, que ejerce el Consejo Nacional Electoral (art. 293). En la 

Constitución de 1999, en todo caso, se eliminó el Consejo de la Judica-

tura, que también era un órgano constitucional con autonomía funcional, 

atribuyéndose ahora las funciones de gobierno y administración de la rama 

judicial al Tribunal Supremo de Justicia (art. 267). 

Pero el principio de la separación orgánica de poderes en forma 

horizontal, no sólo se ha establecido en el nivel nacional, sino también 

en los niveles estadales y municipales. En los Estados de la Federación, 

en efecto, como se ha dicho, se distinguen básicamente dos complejos 

orgá nicos que ejercen respectivamente, el Poder Legislativo y el Poder 

Ejecu tivo, conformados por los Consejos Legislativos de los Estados y por 

sus Gobernadores (arts. 160 y 162), por lo que la Administración Pública 

estadal está integrada, en principio, en las Gobernaciones de Estado. En 

los Esta dos, además, hay que indicar que la Constitución ha previsto la 

existencia de unos órganos con autonomía orgánica y funcional (art. 163), 

que ejercen el Poder Estadal aún cuando la Constitución no los califique 

como tal Poder, que son las Contralorías estadales. Esos órganos de control, 

sin duda, también forman parte de la Administración Pública estadal, aún 

15  Conforme lo ha señalado la sentencia No. 3098 de la Sala Constitucional (Caso: nulidad artículos Ley Orgánica 
de la Justicia de Paz) de 13-12-2004, la “redistribución orgánica del Poder Público” que establece la Constitución 
obedece, “según la Exposición de Motivos de la Constitución de 1999, a la necesidad de otorgar independencia 
y autonomía funcional a los órganos que están encargados de desarrollar determinadas competencias, espe-
cialmente las de ejecución de “procesos electorales, así como el de la función contralora y la defensa de los 
derechos humanos”. 
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cuando por supuesto, no forman parte de la Administración Pública Central 

de los Estados la cual depende de las Gobernaciones estadales. 

Además, en el nivel municipal, la Constitución también ha estable-

cido un sistema de separación orgánica de poderes, distinguiéndose dos 

complejos orgánicos que ejercen los Poderes Legislativo y Ejecutivo loca-

les, conformados, respectivamente, por los Concejos Municipales, como 

órganos colegiados que ejercen la función normativa (legislativa) a nivel 

local; y los Alcaldes, a quienes corresponden las actividades de gobierno y 

administración municipal (arts. 174 y 175).16 A nivel municipal, por tanto, 

la Administración Pública central como complejo orgánico depende de los 

Alcaldes. Pero debe indicarse, que también en el nivel de los Municipios, 

la Constitución establece las Contralorías municipales, como órganos de 

control, vigilancia y fiscalización, que por ello gozan de autonomía funcio-

nal (art. 176). Esos órganos de control también forman parte de la Admi-

nistración Pública municipal, aún cuando por supuesto, no forman parte 

de la Administración Pública Central de los Municipios la cual depende de 

las Alcaldías. 

En el ámbito municipal, además, se pueden identificar también como 

parte integrante de la Administración municipal que depende del Alcalde, 

a los Jueces de Paz, que si bien son de elección popular organizada por el 

Poder Electoral, se integran en la estructura organizativa administra tiva 

del Município,17 aún cuando ejerciendo funciones jurisdiccionales.18

La separación orgánica de poderes, sin embargo, no origina un  

solo grupo de órganos que conforman la Administración Pública y que 

serían los que ejercen el Poder Ejecutivo, La Administración Pública, en 

Venezuela, en realidad, tiene en la Constitución de 1999, un carácter 

inter-orgánico, en el sentido de que, como complejo orgánico, no sólo 

16 Conforme lo ha señalado la sentencia No. 3098 de la Sala Constitucional (Caso: nulidad artículos Ley Orgánica 
de la Justicia de Paz) de 13-12-2004, la Constitución de 1999 “precisó el ámbito de competencias tradicio-
nales entre el Poder Legislativo — Concejo Municipal — y el Poder Ejecutivo — Alcalde-en el nivel municipal, 
y que, entre ambos poderes existía en la legislación 
preconstitucional, concretamente en la Ley Orgánica de Régimen Municipal”. Véase en No. 
38.120 de 02-02-2005. 

17  Como lo ha dicho la sentencia No. 3098 de la Sala Constitucional (Caso: nulidad artículos Ley Orgánica de la 
Justicia de Paz) de 13-12-2004, “la administración, prestación y gestión del servicio de justicia de paz — no 
así del procedimiento de elección de sus jueces-es competencia exclusiva del Municipio, bien a través de la 
ejecución y administración que corresponda al Alcalde (artículos 174 y 175 de la Constitución)”, Véase en 

No. 38.120 de 02-02-2005.
18  Sentencia de la Sala Constitucional de 05-10-de 2000 (caso Héctor Luis Quintero), citada en sentencia No. 

3098 de la Sala Constitucional (Caso: nulidad artículos Ley Orgánica de la Justicia de Paz) de 13-12-2004, en 
No. 38.120 de 02-02-2005.
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está con formada por órganos que ejercen el Poder Ejecutivo, sino por 

órganos que ejercen los demás Poderes del Estado. Hay ciertamente una 

Admi nistración Pública que se configura organizativamente hablando en 

el “Ejecutivo Nacional” (Administración Pública Central), pero la misma 

no agota dicho complejo orgánico en el Estado venezolano. 

El Estado venezolano, en efecto y como se ha dicho, está constitu-

cionalmente configurado como un Estado Federal (artículo 2 de la Cons-

titución), en el cual se distinguen tres niveles de organización política:  

el nivel nacional, que corresponde a la República; el nivel estadal, que  

cor res ponde a los Estados miembros de la Federación; y el nivel municipal, 

que corresponde a los Municipios. 

En cada uno de estos tres niveles políticos existe una “Administración 

Pública central” (nacional, estadal y municipal), que ejerce el Poder Eje-

cutivo, siendo ésta, el instrumento por excelencia de la acción política del 

Estado. Como instrumento, está compuesto por un conjunto de órganos 

e instituciones que le sirven para el desarrollo de sus funciones y el logro 

de los fines que tiene constitucionalmente prescritos. 

Pero como se ha dicho anteriormente, no toda “Administración 

Pública” del Estado es “Administración Pública central”, en el sentido de 

que no sólo los órganos que ejercen el Poder Ejecutivo en los tres niveles 

político-territoriales o los que gozan de autonomía fundamental en vir-

tud de disposiciones constitucionales, monopolizan, orgánicamente, a la 

Admi nistración Pública del Estado. 

Las diversas ramas de los Poderes del Estado en sus diversos niveles 

tienen su propia Administración Pública. Así, en el nivel nacional (Poder 

Nacional), hay una separación clara entre cinco grupo de órganos de la 

República: los órganos legislativos (Asamblea Nacional), los órganos eje-

cutivos (Presidente de la República, Ministerios, etc.), los órganos judiciales 

(Tribunal Supremo de Justicia, Tribunales), los órganos de control (Fiscalía 

General de la República, Contraloría General de la República, Defenso-

ría del Pueblo), y los órganos electorales (Consejo Nacional Electoral); 

y cada uno de estos órganos tiene su propia Administración Pública: la 

Adminis tración de las Cámaras Legislativas; la Administración de la justi-

cia (Dirección Ejecutiva de la Magistratura); la Administración Pública de 

los órganos de control, la Administración Electoral, y la Administración 

Pública central que en principio corresponde a los órganos que ejercen  

el Poder Ejecutivo. En consecuencia, puede decirse que el ámbito propio 
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de la organización administrativa nacional está en los órganos ejecu ti vos, 

en la “Administración Pública Nacional” (central o descentralizada) cuyos 

órganos ejercen el Poder Ejecutivo Nacional, en cuyo vértice está el Presi-

dente de la República. 

Por su parte, en el nivel estadal (Poder de los Estados), hay una clara y 

precisa separación entre tres grupos de órganos en cada Estado: los órganos 

legislativos (Consejos Legislativos), los órganos ejecutivos (Gobernadores 

y sus dependencias administrativas), y los órganos de control (Contraloría 

estadal); y cada uno de estos órganos tiene su propia administración: la 

administración de las Asambleas Legislativas, la “Admi nistración Pública 

central” que en principio corresponde a los órganos que ejercen el Poder 

Ejecutivo, y la Administración contralora. Así, puede decirse que el ámbito 

propio de la organización administrativa estadal está en los órganos ejecu-

tivos, en esa “Administración Pública Estadal” (central o descentralizada) 

cuyos órganos ejercen el Poder Ejecutivo de los Estados, en cuyo vértice 

están los Gobernadores. 

Por último, en el nivel municipal (Poder Municipal), también hay 

una clara y neta separación legal entre tres grupos de órganos en cada 

municipio: los órganos legislativos (Concejos Municipales), los órganos 

ejecutivos (Alcaldes y sus dependencias administrativas), y los órganos  

de control (Contralorías municipales); y cada uno de esos órganos tiene su 

propia administración: la administración de los Concejos Municipales como 

órganos colegiados, la “Administración Pública central” que en prin cipio 

corresponde a los órganos que ejercen el Poder Ejecutivo municipal y la 

Administración contralora. Así puede decirse que el ámbito propio de la 

organización administrativa municipal está en los órganos ejecutivos, en 

esa “Administración Pública Municipal” (central o descentralizada) cuyos 

órganos ejercen el Poder Ejecutivo Municipal, en cuyo vértice están los 

Alcaldes. 

Por tanto, la Organización Administrativa del Estado no se agota, 

por ejemplo, a nivel nacional, en el ámbito de la “Administración Públi-

ca Nacional central” que ejerce el Poder Ejecutivo, pues existen órganos 

admi nistrativos que derivan de la nueva separación orgánica de poderes 

que ha establecido la Constitución de 1999, regularizando así la existencia  

de órganos del Estado con autonomía funcional que en la Constitución 

de 1961 existían (Consejo de la Judicatura, Contraloría general de la 

República, Fiscalía General de la República) y que no encuadraban en la 
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clásica trilogía de poderes: legislativos, ejecutivos y judiciales, ni dentro 

de los órganos que ejercían el Poder Legislativo, ni dentro de los órganos 

que ejercían el Poder Ejecutivo, ni dentro de los órganos que ejercían el 

Poder Judicial, y que sin embargo, formaban parte de la organización admi-

nistrativa de la Administración del Estado, y en general, de lo que siempre 

se ha conocido como Administración Pública Nacional. 

La situación anterior es la que ha sido precisamente regularizada 

constitucionalmente con las previsiones de la Constitución de 1999, de la 

cual se deriva que en ejercicio de las respectivas ramas del Poder Público, 

además de los órganos de la Administración Pública central que ejercen  

el Poder Ejecutivo, también configuran la Administración Pública del 

Estado, los órganos de la Asamblea Nacional que ejercen funciones admi-

nistrativas en ejercicio del Poder Legislativo, la Dirección Ejecutiva de la 

Magistratura que ejerce el poder Judicial, los órganos que ejercen el Poder 

Ciudadano y los órganos que ejercen el Poder Electoral. 

Por ello, la Constitución de 1999 contiene un extenso Título IV re-

lativo al “Poder Público”, cuyas normas se aplican a todos los órganos que 

ejercen el Poder Público tal como lo indica el artículo 136: en su distribución 

vertical o territorial (Poder Municipal, Poder Estadal y Poder Nacional); y, 

en el nivel Nacional, en su distribución horizontal (Legisla tivo, Ejecutivo, 

Judicial, Ciudadano y Electoral).19 Y en el Capítulo I (Dis posiciones funda-

mentales), de dicho Título IV relativo al Poder Público, se regularon todos 

los principios fundamentales sobre la Administración Pública relativos a la 

organización administrativa (artículos 236, ordinal 20) y a la administraci-

ón descentralizada funcionalmente (artículos 142, 300); a de la actuación 

administrativa (art. 141); a la función pública (artículos 145 a 149) y su 

responsabilidad, (art. 139); a los bienes públicos (artículos 12, 181 y 304); 

a la información administrativa (art. 143), a la contratación administrativa 

(arts. 150 y 151), a la responsabilidad patri monial del Estado (art. 140); 

y al régimen de control de la gestión admi nistrativa, tanto popular (art. 

62), como político (art. 66), fiscal (art. 287) y de gestión (art. 315). De allí 

que lo primero que debe determinarse es cuáles son los órganos estatales 

que ejercen el Poder Público y que pueden considerarse como tal “Admi-

nistración Pública”. 

19  Véase nuestra propuesta sobre este título en Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente (aportes a la Asam-
blea Nacional Constituyente), Tomo II, (9 Sept.-17 Oct. 1999), Caracas 1999, p. 159 y ss.
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Ante todo, por supuesto, están los órganos de los diversos niveles del 

Poder Público (Nacional, Estadal y Municipal) que ejercen el Poder Ejecuti-

vo. En consecuencia, las normas que contiene la sección se aplican a todas 

las “Administraciones Públicas” ejecutivas de la República (admi nistración 

pública nacional), de los Estados (administración pública esta dal), de los 

Municipios (administración pública municipal) y de las otras entidades 

políticas territoriales que establece el artículo 16 de la Cons titución, entre 

las cuales se destacan los Distritos Metropolitanos cuyos órganos ejercen 

el Poder Municipal. 

Pero la Administración Pública del Estado venezolano, en los tres 

niveles territoriales de distribución vertical del Poder Público, no se agota 

en los órganos y entes de la Administración Pública ejecutiva (que ejercen 

el Poder Ejecutivo), pues también comprende los otros órganos de los 

Poderes Públicos que desarrollan las funciones del Estado de carácter 

sublegal. En tal sentido, en el nivel nacional, los órganos que ejercen  

el Poder Ciudadano (Fiscalía General de la República, Contraloría Gene-

ral de la República y Defensoría del Pueblo) y el Poder Electoral (Conse-

jo Na cio nal Electoral), sin la menor duda, son órganos que integran la 

Admi nistración Pública del Estado, organizados con autonomía funcional 

respecto de los órganos que ejercen otros poderes del Estado. En cuanto 

a los órganos que ejercen el Poder Judicial, los que conforman la Direcci-

ón Ejecutiva de la Magistratura mediante la cual el Tribunal Supremo de 

Justicia ejerce la dirección, gobierno y administración del Poder Judicial, 

también son parte de la Administración Pública del Estado. 

En consecuencia, en los términos de la sección segunda del Título 

IV de la Constitución, la Administración Pública del Estado no sólo está 

conformada por órganos que ejercen el Poder Ejecutivo, sino por los órgan-

os que ejercen el Poder Ciudadano y el Poder Electoral, y por la Dirección 

Ejecutiva de la Magistratura que en ejercicio del Poder Judicial tiene a su 

cargo la dirección, el gobierno y la administración del Poder Judicial.20

En efecto, como se ha dicho, a nivel nacional, a partir de la Consti-

tución de 1961, ya habían comenzado a encontrar encuadramiento cons-

titucional diversos órganos estatales que se configuraban también como 

parte de la Administración Pública como complejo orgánico, pero que 

20  Véase en general, Allan R. Brewer-Carías, Principios del Régimen Jurídico de la Organización Administrativa 
Venezolana, Caracas 1994, p. 11 y 53.
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no dependían del Ejecutivo Nacional ni estaban subordinados a ninguno 

de los tres conjuntos orgánicos clásicos del Estado (Legislativo, Ejecutivo, 

Judicial). Se trataba de órganos constitucionales con autonomía funcional, 

que también eran órganos de la República como persona político-territorial 

nacional, y que eran: el Ministerio Público, también denominado Fiscalía 

General de la República; la Contraloría General de la República; el Con-

sejo de la Judicatura; y el Consejo Supremo Electoral. Por supuesto, estos 

eran órganos que forman parte de la Administración Pública nacional 

regulados por el derecho administrativo, aun cuando no formaban parte 

del Ejecutivo Nacional ni de la Administración Pública Central, ni tuvieran 

personalidad jurídica propia. 

Esta tendencia fue la que se consolidó en la Constitución de 1999, 

al establecerse la ya mencionada penta división del Poder Público, agre-

gándose a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, el Poder Ciudadano 

y el Poder Electoral (Art. 136). Por ello, puede decirse que también con-

forman e integran la Administración Pública a nivel nacional, los órganos 

que ejercen el Poder Ciudadano, es decir, la Fiscalía General de la República 

o Ministerio Público, la Contraloría General de la República, y la Defensoría 

del Pueblo; así como los órganos que ejercen el Poder Electoral, como el 

Consejo Nacional Electoral. Igualmente, también puede considerarse que 

son órganos de la Administración Pública Nacional, la Dirección Ejecutiva 

de la Magistratura del Tribunal Supremo de Justicia. Todos esos órganos 

conforman la Administración Pública Nacional, aún cuando por supuesto, 

no la Administración Pública Central cuyos órganos son los que ejercen el 

Poder Ejecutivo Nacional. 

Para desarrollar los principios constitucionales relativos a la Admi-

nistración Pública, en todo caso, se ha dictado la Ley Orgánica de la 

Admi nis tración Pública,21 cuyas disposiciones son básicamente “aplicables 

a la Administración Pública Nacional” (art. 2). La Ley, sin embargo, no 

define qué ha de entenderse por ello; pero de su normativa se deduce que 

abarca la Administración Pública que conforman los órganos que ejercen 

el Poder Ejecutivo Nacional y aquellos que conforman la Administración 

Pública Nacional descentralizada sometida al control de aquél, con forma 

de derecho público. 

En cuanto a la Administración Pública que conforman los demás ór-

21 N. 37.305 de 17-10-2001. Esta Ley Orgánica sólo derogó expresamente la Ley Orgánica de la 
Administración Central, cuya últimareforma había sido la hecha mediante Decreto-Ley N. 369 de 14-9-99, en 

, n. 36.850 de 14-12-99.
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ganos del Poder Público Nacional, es decir, los que a nivel nacional ejercen 

el Poder Judicial, el Poder Ciudadano y el Poder Electoral, las disposi ciones 

de la Ley Orgánica sólo se les aplican “supletoriamente” (art. 2). En cuanto 

a los órganos que ejercen el Poder Legislativo, respecto de las funciones 

administrativas que realicen, conforme al artículo 2 de la Ley Orgánica, 

también se les podrán aplicar sus disposiciones supletoriamente. 

En relación con los órganos de los Poderes Públicos que derivan  

de la distribución territorial del Poder Público, conforme al artículo 2 de 

la LOAP “los principios y normas (de la Ley Orgánica) que se refieran  

en general a la Administración Pública, o expresamente a los Estados, 

Distritos Metropolitanos y Municipios, serán de obligatoria observancia 

por éstos, quienes desarrollarán los mismos dentro del ámbito de sus res-

pectivas competencias”. 

IV  Las Funciones del Estado, su ejercicio inter-orgánico y la función  

 administrativa

Anteriormente nos hemos referido al marco constitucional del dere-

cho administrativo que deriva de los principios de la distribución vertical 

y de la separación orgánica del Poder Público en las diversas ramas terri-

toriales. Ahora bien, conforme a lo establecido en el artículo 136 de la 

Constitución “Cada una de las ramas del Poder Público tiene sus funcio nes 

propias, pero los órganos a los que incumbe su ejercicio colaborarán entre 

sí en la realización de los fines del Estado”. 

La asignación de funciones propias, por tanto, no implica que cada 

uno de los órganos del Estado siempre tenga el ejercicio exclusivo de alguna 

función estatal específica. Por tanto, todos los órganos del Estado, en una u 

otra forma ejercen todas las funciones del Estado, lo que conduce al prin -

cipio del ejercicio inter-orgánico de las funciones del Estado, que se confi-

gura como otro de los marcos constitucionales del derecho administrativo. 

Es decir, la división de la potestad estatal (el Poder Público) en ramas 

y la distribución de su ejercicio entre diversos órganos, no coincide exacta-

mente con la “separación” de las funciones estatales,22 por lo que el hecho 

de que exista una separación orgánica “de poderes” no implica que cada 

uno de los órganos que lo ejercen tenga necesariamente el ejercicio exclu-

sivo de ciertas funciones, ya que paralelamente a las “funciones propias” 

22  Cfr., por ejemplo, sentencia de la antigua Corte Federal (CF) de 19-6-53, en Gaceta Forense (GF) n. 1, 1953, 
p. 77; y sentencias de la antigua Corte Suprema de Justicia (CSJ) en Sala Político Administrativa (SPA) de 18-7-
63, en GF n. 41, 1963, p. 116 y 117; de 27-5-68, en GF n. 60, 1969, p. 115 y ss.; y de 9-7-69, en GF n. 65, 
1969, p. 70 y ss.
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de cada órgano del Estado, éstos ejercen funciones que por su naturaleza 

son similares a las que ejercen otros órganos estatales.23 En otras palabras, 

paralelamente a sus funciones propias, los órganos del Estado realizan 

funciones distintas a aquellas que les corresponden por su naturaleza.24

Ahora bien, en la expresión constitucional, por “función” ha de 

entenderse la acción que desarrollan los órganos estatales o la actividad 

que desempeñan como tarea que les es inherente, en el sentido que sólo 

en ejercicio del Poder Público pueden cumplirse. De ahí que la función es 

toda actividad de la propia esencia y naturaleza de los órganos estatales 

y, por tanto, indelegable salvo que exista una autorización constitucional. 

Entonces, las diversas funciones del Estado son sólo las diversas formas 

a través de las cuales se manifiesta la actividad estatal;25 y ellas no están 

atribuidas en forma exclusiva a los órganos del Estado.26

En el mundo contemporáneo estas funciones como tareas inherentes a 

los órganos del Estado pueden reducirse a las siguientes: la función norma-

tiva, la función política, la función administrativa, la función juris diccional y 

la función de control, a las cuales pueden reconducirse todas las actividades 

del Estado. Estas funciones, realizadas en ejercicio del Poder Público por 

los órganos estatales, sin embargo, como se dijo, no están encomendadas 

con carácter exclusivo a diferentes órganos, sino que se ejercen por varios 

de los órganos estatales. 

Así, la función normativa en el Estado contemporáneo es aquella 

actividad estatal que se manifiesta en la creación, modificación o extinción 

de normas jurídicas de validez general.27 La función normativa del Estado, 

en esta forma, si bien se atribuye como función propia al órgano que ejerce 

el Poder Legislativo, es decir, a la Asamblea Nacional, al sancionar las leyes 

(art. 203), se realiza también por otros órganos del Poder Público inclu so 

con rango y valor de ley. En efecto, cuando mediante una ley habi litante 

23  V., la sentencia de la antigua CF de 19-6-53, en GF n. 1, 1953, p. 77; y la sentencia de la antigua Corte Federal 
y de Casación (CFC) en Sala Político-Administrativa (SPA) de 18-7-63, en GF n. 41, 1963, p. 116. 

24  V. sentencia de la CSJ en SPA de 18-7-63, en GF n. 41, 1963, p. 116 y 117. 
25  V. Allan-R. Brewer-Carías, Las Instituciones Fundamentales del Derecho Administrativo y la jurisprudencia 

Venezolana, Caracas, 1964, p. 105.
26 -

tidamente por la jurisprudencia de la Corte Suprema. En particular, h. Sentencias de la CFC en SPA de 23-2-50 
en GF, n. 4, 1950, p. 84 a 39; de la CFC en CP de 26-5-51 en GF, n. 8, 1952, p. 114; y Sentencias de la CSJ en 
SPA de 18-7-63 en GF, n. 41, 1963, p. 117-118; de 27-5-68 en GF, n. 60, 1969, p. 115 a 118; de 22-4-69 en 
GF, n. 64, 1969, p. 5 a 15; de 9-7-69, en GF, n. 65, 1969, p. 70 a 74; y de 1-6-72, en 
n. 1.523, extraordinario, de 1-6-72, p. 9. Véase además, Allan-R. Brewer-Carías, “Algunas bases del Derecho 
Público en la jurisprudencia Venezolana”, en RFD, n. 27, 1963, p. 143 y 144. Las referencias jurisprudenciales 
pueden también consultarse en Allan R. Brewer-Carías, 
Estudios de Derecho Administrativo, Tomo I, (El ordenamiento constitucional y funcional del Estado), Caracas, 
1975, p. 147 y ss.

27  Cfr., sentencia de la CSJ en SPA de 18-7-63, en GF n. 41, 1963, p. 116. 
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la Asamblea Nacional delega en el Presidente la posibilidad de dictar actos 

estatales con rango y valor de ley (art. 236,8), sin duda ejerce la fun ción 

normativa; e igualmente, cuando reglamenta las leyes (art. 236,10). Igual-

mente el Tribunal Supremo de Justicia también ejerce la función norma-

tiva cuando dicta los reglamentos necesarios a los efectos de asegurar la 

dirección y gobierno del Poder Judicial (art. 267).28 Igualmente, ejercen 

la función normativa, los órganos del Poder Ciudadano cuando dictan los 

reglamentos establecidos en las leyes reguladoras de su actividad,29 al igual 

que el Consejo Nacional Electoral, en ejercicio del Poder Electoral, cuando 

reglamenta las leyes electorales (art. 293,1).30

La función normativa, por tanto, si bien es una “función propia” 

de la Asamblea Nacional, no es una función privativa y exclusiva de ella, 

pues los otros órganos estatales también la ejercen. Sin embargo, lo que 

sí es función privativa y exclusiva de la Asamblea Nacional es el ejercicio 

de la función normativa en una forma determinada: como cuerpo legis-

lador y mediante la emisión de los actos estatales denominados leyes. Los 

otros órganos estatales que ejercen la función normativa, si bien realizan 

una función creadora dentro del ordenamiento jurídico, a excepción de 

los decretos leyes habilitados (dictados por el Presidente de la República 

una vez que se ha dictado la ley habilitante) lo hacen a través de actos 

admi nistrativos de efectos generales, y siempre bajo el condicionamiento 

de las leyes y nunca en ejecución directa e inmediata sólo de una norma 

constitucional. En otras palabras, las leyes son actos estatales dictados 

en ejecución directa e inmediata de la Constitución y de rango legal; los 

reglamentos y demás actos administrativos de efectos generales son actos 

de ejecución directa e inmediata de la legislación y de rango sublegal. Sin 

embargo, los decretos-leyes habilitados que puede dictar el Presidente de 

la República, a pesar de requerir de una ley habilitante, en virtud de la 

delegación legislativa que contiene, puede decirse que se dictan también 

en ejecución directa de la Constitución. 

Pero aparte de la función normativa, en el Estado contemporáneo 

ha ido delineándose otra función primordial, distinta de la función admi-

nistrativa, por medio de la cual el Presidente de la República ejerce sus 

actividades como jefe del Estado, es decir, como jefe del Gobierno de la 

28  V., por ejemplo, Art. 6, párrafo 1,10,12, n. 37.942 de 19-05-2004.
29  Artículos 3; 14,2; y 28 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República; Artículos 29; 20; 34; 36; 

40; 43; 46 y 51 de la Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo.
30  Además, artículos 32 y 29 de la Ley Orgánica del Poder Electoral. 
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República,31 dirigiendo la acción de gobierno (arts. 226; 236,2). A través 

de esta función política, el Presidente de la República puede adoptar 

decisiones en virtud de atribuciones que le son conferidas directamente 

por la Constitución, en general sin condicionamiento legal, de orden po-

lítico, las cuales, por tanto, exceden de la administración normal de los 

asuntos del Estado. Ello ocurre por ejemplo, cuando dirige las relaciones 

exteriores, convoca a sesiones extraordinarias a la Asamblea Nacional  

y cuando la disuelve (arts. 236,4,9,20). También puede considerarse que 

ejerce la función política, cuando decreta los estados de excepción, y res-

tringe garantías constitucionales, incluso, en este caso, a pesar de que la 

Constitución dispuso que una Ley Orgánica deba regular la materia (art. 

338).32 La característica fundamental de esta función política es que está 

atribuida en la Constitución directamente al Presidente de la República, 

es decir, al nivel superior de los órganos que ejercen el Poder Ejecutivo, 

no pudiendo otros órganos ejecutivos ejercerla. 

Los órganos que ejercen el Poder Ejecutivo en esta forma, realizan 

fundamentalmente dos funciones propias: la función política y la función 

administrativa.33 La función política, como función del Presidente de la 

República, se ejerce en ejecución directa de atribuciones constitucionales, 

en general sin condicionamiento legal alguno. El Legislador, en esta for ma, 

y salvo por lo que se refiere a los estados de excepción dada la autori zación 

constitucional (art. 338), no puede limitar las facultades políticas del jefe 

del Estado.34 La función política, por tanto, se traduce en actos estatales 

de rango legal, en tanto que la función administrativa se traduce en actos 

estatales de rango sublegal.35

Pero si bien la función política se ejerce con el carácter de función 

propia por el Presidente de la República en ejercicio del Poder Ejecutivo, 

ello tampoco se realiza con carácter excluyente, ya que la Asamblea Nacio nal 

en ejercicio del Poder Legislativo también realiza la función política, sea a 

31  Aun cuando en algunos casos podría no haber coincidencia, podría decirse que, en general, el Presidente de 
la República ejerce sus atribuciones de jefe del Estado en ejercicio de la función política, y de jefe del Ejecutivo 
Nacional, en ejercicio de la función administrativa. 

32  Véase la Ley Orgánica sobre Estados de Excepción (Ley nº 32), G.O. nº 37.261 de 15-08-2001.
33  La distinción entre “gobierno y administración” es comúnmente empleada por la Constitución. V., por ejemplo, 

artículos, 21, 27, 30 y 191 de la Constitución. 
34  El legislador, por ejemplo, no podría limitar las atribuciones del Presidente de convocar a la Asamblea nacional 

a sesiones extraordinarias.
35  Sobre la distinción entre los actos del Poder Ejecutivo dictados en ejecución directa de la Constitución o en 

ejecución directa de la ley, V. sentencia de la CSJ en SPA de 13-2-68, en GF n. 59, 1969, p. 85. En todo caso, 
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través de actos parlamentarios sin forma de ley,36 sea mediante leyes.37 En 

estos casos, también, la función política realizada por los órganos del Poder 

Legislativo es una actividad de rango legal, es decir, de ejecución directa e 

inmediata de la Constitución. Pero si bien esta función puede ser realizada 

tanto por el Presidente de la República como por los órganos legislati vos, 

por lo que no es exclusiva o excluyente, sin embargo, lo que sí es exclu siva 

de uno u otros órganos es la forma de su ejecución en los casos autoriza-

dos por la Constitución: la función política mediante decretos ejecutivos 

(actos de gobierno), se realiza en forma exclusiva por el Presidente de la 

República; y mediante leyes o actos parlamentarios sin forma de ley, por 

la Asamblea nacional. 

Además de la función normativa y de la función política, los órganos 

estatales realizan la función jurisdiccional, es decir, conocen, deciden o re-

suelven controversias entre dos o más pretensiones, es decir, controversias 

en las cuales una parte esgrime pretensiones frente a otra. El ejercicio de 

la función jurisdiccional se ha atribuido como función propia al Tribunal 

Supremo de Justicia y a los tribunales de la República, pero aquí tam bién 

ello no implica una atribución exclusiva y excluyente, sino que, al contrario, 

los otros órganos estatales pueden ejercer la función jurisdiccional. 

En efecto, los órganos que ejercen el Poder Ejecutivo,38 realizan fun-

ciones jurisdiccionales, cuando las autoridades administrativas deciden 

controversias entre partes, dentro de los límites de su competência,39 y la 

Asamblea Nacional también participa en la función jurisdiccional, cuando 

por ejemplo, autorizan el enjuiciamiento del Presidente de la República 

(art. 266,2). Por tanto, la función jurisdiccional como actividad privativa e 

inherente del Estado mediante la cual sus órganos deciden controversias 

y declaran el derecho aplicable en un caso concreto, se ejerce por diversos 

órganos estatales en ejercicio del Poder Público: por el Tribunal Supremo 

una cosa es atribuir a la función política rango legal y otra es atribuirle “naturaleza legislativa”. El decreto 
de restricción de garantías constitucionales, por ejemplo, tiene rango legal, por cuanto puede “restringir” 

tendría “naturaleza legislativa”. Sobre esta confusión, V. Doctrina PGR, 1971, Caracas 1972, p. 189.
36  Por ejemplo, cuando autoriza al Presidente de la República para salir del territorio nacional. Art. 187,17 de la 

Constitución; o cuando reserva al Estado determinadas industrias o servicios, Art. 302.
37  La ley que decreta una amnistía, por ejemplo. Art. 186,5 de la Constitución.
38  V. Cfr., sentencias de la CSJ en SPA de 18-7-63, en GF n. 41, 1963, p. 116 y 117; de 27-5-68, en GF n. 60, 

1969, p. 115 y 118; y de 9-7-69, en GF n. 65, 1969, p. 70 y ss. 
39  Cuando la Administración decide, por ejemplo, la oposición a una solicitud de registro de marca de fábrica, 

conforme a la Ley de Propiedad Industrial, G.O. n. 25.227 de 10-12-1956; o cuando decide la oposición a 
una solicitud de otorgamiento de una concesión de explotación forestal, conforme a la Ley Forestal, de Suelos 
y Aguas (Art. 6), en G.O. n. 997, Extr., de 8-1-66.
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de Justicia y los Tribunales de la República, en ejercicio del Poder Judicial; 

y por los órganos administrativos en ejercicio del Poder Ejecutivo Nacio-

nal. La función jurisdiccional, por tanto, si bien es una “función propia” 

de los órganos judiciales, no es una función privativa y exclusiva de ellos, 

pues otros órganos estatales también la ejercen. Sin embargo, lo que sí e 

s una función privativa y exclusiva de los tribunales es el ejercicio de la 

fun ción jurisdiccional a través de un proceso (art. 257) en una forma 

deter minada: con fuerza de verdad legal, mediante actos denominados 

sentencias. Sólo los tribunales pueden resolver controversias y declarar el 

derecho en un caso concreto, con fuerza de verdad legal, por lo que sólo 

los órganos del Poder judicial pueden desarrollar la “función judicial” 

(función jurisdiccional ejercida por los tribunales). Los demás órganos del 

Estado que realizan funciones jurisdiccionales lo hacen a través de actos 

administrativos condicionados por la legislación. 

Además de la función normativa, de la función política y de la función 

jurisdiccional, los órganos del Estado también ejercen la función de control, 

cuando vigilan, supervisan y velan por la regularidad del ejer cicio de otras 

actividades estatales o de las actividades de los administrados y particulares. 

El ejercicio de la función de control se ha atribuido como función 

propia a los órganos que ejercen el Poder Ciudadano, pero en este caso, ello 

tampoco implica una atribución exclusiva y excluyente, sino que, al contra-

rio, los otros órganos estatales pueden ejercer la función juris diccional. En 

efecto, la Asamblea Nacional, en ejercicio del Poder Legis la tivo ejerce la 

función de control sobre el gobierno y la Administración Pública Nacional 

y los funcionaros ejecutivos (art. 187,3; 222); el Presidente de la República 

como Jefe del Ejecutivo Nacional ejerce las funciones de control jerárquico 

en relación con los órganos de la Administración Pública (art. 226) y los 

órganos que ejercen el Poder Ejecutivo controlan las activi dades de los 

particulares, de acuerdo a la regulación legal de las mismas; el Consejo 

Nacional Electoral, en ejercicio del Poder Electoral, ejerce el control de 

las actividades de los órganos subordinados (art. 293), de las elecciones y 

de las organizaciones con fines políticos (art. 293); y el Tribunal Supremo 

de Justicia ejerce las función de control de constitucionalidad y legalidad 

de los actos del Estado (art. 259; 336). 

Por tanto, la función de control como actividad privativa e inherente 

del Estado mediante la cual sus órganos supervisan, vigilan y controlan 

las actividades de otros órganos del Estado o de los administrados, y  
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la misma se ejerce por diversos órganos estatales en ejercicio del Poder 

Público: por los órganos que ejercen el Poder Ciudadano; por la Asamblea 

Nacional, en ejercicio del Poder legislativo; por el Tribunal Supremo de 

Justicia y los Tribunales de la República, en ejercicio del Poder Judicial; 

y por los órganos administrativos en ejercicio del Poder Ejecutivo Nacio- 

nal y del Poder Electoral. La función de control, por tanto, si bien es una 

“función propia” de los órganos que ejercen el Poder Ciudadano, no es 

una función privativa y exclusiva de ellos, pues todos los otros órganos 

estatales también la ejercen. 

Pero aparte de la función creadora de normas jurídicas de efectos 

generales (función normativa), de la función de conducción y ordenación 

política del Estado (función de conducción del gobierno), de la función 

de resolución de controversias entre partes declarando el derecho aplica-

ble en casos concretos (función jurisdiccional) y de ejercer la vigilancia  

o fiscalización de actividades estatales y de los particulares (función de 

control), el Estado ejerce la función administrativa, a través de la cual 

entra en relación con los particulares, como sujeto de derecho, gestor del 

interés público.40 De allí la distinción entre la función de crear el dere  cho 

(normativa), de aplicar el derecho imparcialmente (jurisdiccional), y de 

actuar en relaciones jurídicas como sujeto de derecho, al gestionar el interés 

público (administrativa).41

En las dos primeras, el Estado, al crear el derecho o al aplicarlo,  

es un tercero en las relaciones jurídicas que surjan; en la última, en cam bio, 

el Estado es parte de la relación jurídica que se establece entre la Admi-

nistración y los particulares,42 como sujeto de Derecho gestor del interés 

público. De allí que la personalidad jurídica del Estado, como se ha dicho, 

40  Cfr., Allan R. Brewer-Carías, Las Instituciones Fundamentales..., cit., p. 115. Si el Estado legisla, tal como lo 
señala Santi Romano, “no entra en relaciones de las cuales él, como legislador, sea parte: las relaciones que 
la ley establece o de cualquier modo contempla se desenvuelven después entre sujetos diversos del Estado 
o bien con el mismo Estado, pero no en su aspecto de legislador sino en otros aspectos mediante órganos 
diversos de los del Poder Legislativo”. V., “Prime Pagine di un Manuale de Diritto Amministrativo”, en Scritti 
Minori, Milano 1950, p. 363, cit., por J M. Boquera Oliver, Derecho Administrativo, Vol. I, Madrid, 1972, p 
59. “Cuando el Estado juzga -señala J. González Pérez-, no es parte interesada en una relación jurídica; no 
es sujeto de derecho que trata de realizar sus peculiares intereses con arreglo al Derecho... cuando el Estado 
juzga satisface las pretensiones que una parte esgrime frente a otra; incide como tercero en una relación 
jurídica, decidiendo la pretensión ante él deducida con arreglo al ordenamiento jurídico”. V. Derecho Procesal 
Administrativo, Madrid, 1966, Tomo II, p. 37.

41  En este sentido, antigua la Corte Suprema ha señalado al referirse a la función administrativa, que en ella el 
Estado “no realiza una función creadora dentro del ordenamiento jurídico, que es la función legislativa, ni 
conoce ni decide acerca de las pretensiones que una parte esgrime frente a otra, que es la función judicial; 
sino que es sujeto de derecho, titular de intereses, agente propio de la función administrativa…”. V. sentencias 
de la CSJ en SPA de 18-7-63, en GF n. 41, 1963, p. 116 y ss.; de 27-5-68, en GF n. 60, 1969, p. 115 y ss.; de 
9-7-69 en GF n. 65, 1969, p. 70 y ss. En estas sentencias, sin embargo, como veremos, la Corte confunde la 
función estatal con el acto estatal. 
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se concretice en el orden interno, cuando sus órganos ejercen la función 

administrativa. 

Ahora bien, al igual que lo que sucede con la función normativa, 

política y jurisdiccional, la función administrativa tampoco está atribuida 

con carácter de exclusividad a alguno de los órganos del Poder Público. Por 

ello, si bien la función administrativa puede considerarse como función 

propia de los órganos ejecutivos y electorales, concretizada básicamente a 

través de actos administrativos, ello no significa que la ejerzan con carácter 

exclusivo y excluyente. Al contrario, todos los otros órganos del Estado 

también ejercen la función administrativa: la Asamblea Nacional, al auto-

rizar diversos actos de los órganos ejecutivos o al dictar actos relativos a su 

personal o servicios administrativos, realizan la función administrativa,43 

y los órganos que ejercen el Poder Judicial o el Poder Ciudadano reali zan 

la función administrativa, al dictar actos concernientes a la administración 

del personal o de los servicios de los órganos, o al imponer sanciones.44 En 

esta forma, la función administrativa, como actividad privativa e inhe rente 

del Estado mediante la cual sus órganos, en ejercicio del Poder Público, 

entran en relaciones jurídicas con los administrados, se puede rea l izar por 

los órganos administrativos, en ejercicio del Poder Ejecutivo Nacional y del 

Poder Electoral; por la Asamblea Nacional, en ejercicio del Poder Legisla-

tivo; y por los tribunales de la República, en ejercicio del Poder Judi cial. 

La función administrativa, por tanto, si bien es una “fun ción propia” de 

los órganos ejecutivos y electorales, no es una función privativa y exclusi-

va de ellos, pues los otros órganos estatales también la ejercen dentro del 

ámbito de sus respectivas competencias constitucionales y legales. El acto 

administrativo, como concreción típica pero no única del ejercicio de la 

función administrativa, puede emanar de todos los órganos estatales en 

ejercicio del Poder Público, teniendo en todo taso carácter sublegal. 

El concepto de funciones del Estado, por tanto, es distinto al de 

poderes del Estado. El Poder Público, sus ramas o distribuciones, consti-

tuye en sí mismo una situación jurídica constitucional individualizada, 

propia y exclusiva de los órganos del Estado, mediante cuyo ejercicio  

estos realizan las funciones que le son propias. Las funciones del Estado, 

por su parte, constituyen las actividades propias e inherentes al Estado.45 

42 Cfr., sentencia de la CSJ en SPA de 13-3-67, en GF n. 55, 1968, p. 107.
43  Cfr., de la CSJ en SPA de 18-7-63, en GF n. 41, 1963, p. 116 y 117; y de 27-5-68, en GF n. 60, 1969, p. 115.
44  Idem. V. además, Allan R. Brewer-Carías, “Consideraciones sobre la impugnación de los Actos de Registro en 

la vía contencioso-administrativa” en libro Homenaje a Joaquín Sánchez Coviza, (en prensa), Caracas, 1975. 
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La noción de Poder es entonces previa a la de función: ésta se manifiesta 

como una actividad estatal específica realizada en ejercicio del Poder Pú-

blico (de una de sus ramas o distribuciones), por lo que no puede existir 

una función estatal sino cuando se realiza en ejercicio del Poder Público, 

es decir, de la potestad genérica de obrar que tiene constitucionalmente el 

Estado. Poder y función son, por tanto, distintos elementos en la acti vidad 

del Estado: el Poder Público como situación jurídico-constitucional, tiene 

su fuente en la propia Constitución y existe la posibilidad de ejer cerlo 

desde el momento en que está establecido en ella; la función estatal, en 

cambio, presupone siempre el ejercicio del Poder Público por un órgano 

del Estado, y sólo cuando hay ejercicio concreto del Poder Público es que 

se realiza una función estatal. 

De lo anteriormente expuesto resulta, por tanto, que a nivel de cada 

una de las cinco ramas del Poder Público nacional (o de las dos ramas de 

los poderes públicos estadales y municipales), si bien existe una diferen-

ciación orgánica con la asignación de funciones propias a cada uno de  

los órganos, el ejercicio de las mismas por dichos órganos, en general no 

es exclusiva ni excluyente. En otras palabras, existen órganos legislativos 

nacionales, estadales y municipales;46 órganos ejecutivos nacionales, esta-

dales y municipales; órganos de control nacionales, estadales y muni  - 

cipales; y órganos judiciales y electorales exclusivamente nacionales;  

pero las funciones normativas, política, administrativas, jurisdiccionales 

y de control del Estado no coinciden exactamente con aquella división o 

separación orgánica: 

De allí que como principio general de la aplicación del principio  

de la separación de poderes en el régimen constitucional venezolano, 

puede afirmarse que la “división del Poder” no coincide exactamente con 

la “separación de funciones”.47
 
Por ello, no sólo en múltiples oportuni-

dades los órganos del Estado, además de sus “funciones propias” ejercen 

fun ciones que por su naturaleza deberían corresponder a otros órganos,  

sino que también en múltiples oportunidades la Constitución permite y 

admite la intervención o interferencia de unos órganos en las funciones 

propias de otros. 

45  Cfr., Allan R. Brewer-Carías, Las Instituciones Fundamentales del Derecho Administrativo y la jurisprudencia 
Venezolana, Caracas, 1964, p. 105 y ss.

46  V., por ejemplo, Sentencia de la CSJ en SPA de 14-3-62 en GF, n. 35, 1962, p. 177 y ss.
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V Los Actos Estatales, su carácter inter-funcional y los actos  

 administrativos

De lo anteriormente dicho sobre el principio del carácter inter-

-orgánico del ejercicio de las funciones estatales resulta, como se ha dicho, 

que la separación orgánica de poderes no coincide con la distribución  

de funciones. 

Pero, en el ordenamiento jurídico venezolano, tampoco el ejercicio 

de una función del Estado por determinado órgano del mismo, conduce 

necesariamente a la emisión de determinados actos estatales, es decir, tam-

poco hay coincidencia entre las funciones del Estado y los actos jurí dicos 

que emanan de la voluntad estatal.48 Ello conlleva a otro de los marcos 

constitucionales del derecho administrativo que es el del carácter inter-

-funcional de los actos estatales.

En efecto, de lo expuesto anteriormente resulta que la función nor-

mativa la ejerce el Estado en Venezuela a través de sus órganos legislativos 

(Asamblea Nacional), de sus órganos ejecutivos (Presidente de la Repú-

blica), o de sus órganos judiciales (Tribunales), de los órganos del Poder 

Ciudadano (Consejo Moral republicano, Defensoría del pueblo, Ministerio 

Público, Contraloría general de la República) y de los órganos electorales 

(Consejo nacional Electoral).

En cuanto a la función política, la ejerce el Estado a través de sus 

órga nos legislativos (Asamblea nacional y de sus órganos ejecutivos (Pre-

sidente de la República). 

La función jurisdiccional la ejerce el Estado a través de sus órga - 

nos judiciales (Tribunal Supremo de Justicia), de sus órganos ejecutivos 

(Adminis tración Pública) y de sus órganos electorales (Consejo Nacional 

47  En tal sentido, expresamente se pronunció la antigua Corte Suprema en varias oportunidades. V., por ejemplo, 
la Sentencia de la CF de 19-6-53 en GF n. 1, 1953, p. 77; Sentencia de la CSJ en SPA de 18-7-63 en GF n. 41 
1963 pp: 116 y 117; Sentencia de la CSJ en SPA de 27-5-63 en GF, n. 60, 1969, p. 115 y ss.; y Sentencia de 
la CSJ en SPA de 9-7-69 en GF, n. 65, 1969, p. 70 y ss. 

48  La distinción entre funciones del Estado que la doctrina ha realizado, muchas veces se confunde al querer 
V. Agustín Gordillo, Intro-

ducción al Derecho Administrativo, Buenos Aires, 1966, p. 91 y ss. Nosotros mismos hemos incurrido en 
esta confusión: V. Allan R. Brewer-Carías, Las Instituciones Fundamentales del Derecho Administrativo y la 
jurisprudencia Venezolana, Caracas, 1964, p. 108 y ss. En igual confusión incurre la jurisprudencia reciente 
de la Corte Suprema. V. sentencias de la CSJ en SPA de 18-7-63, en GF n. 41, 1963, p. 116 y ss.; de 27-5-68, 
en GF n. 60, 1969, p. 115 y ss.; y de 9-7-69, en GF n. 65, 1969, p. 70 y ss. Asimismo, en Venezuela, a pesar 

que “la actividad que tomada globalmente sea relevante jurídicamente se puede decir que es una función”, 
en “Actos administrativos que en Venezuela escapan al Recurso Contencioso-Administrativo”, Revista de la 
facultad de Derecho, Universidad Católica Andrés Bello, Caracas, 1967-1968, n. 6, p. 196.
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Electoral). 

La función de control la ejerce el Estado en Venezuela a través de 

sus órganos legislativos (Asamblea Nacional), de sus órganos ejecutivos 

(Administración Pública), de sus órganos judiciales (Tribunales), de sus 

órganos de control (Consejo Moral Republicano, Defensoría del pueblo, 

Ministerio Público, Contraloría General de la República) y de sus órganos 

electorales (Consejo Nacional Electoral). 

Y la función administrativa la ejerce el Estado a través de sus órganos 

ejecutivos (Administración Pública), de sus órganos electorales (Consejo 

Nacional Electoral), de sus órganos legislativos (Asamblea Nacional), de 

sus órganos judiciales (Tribunal Supremo de Justicia) y de sus órganos de 

control (Consejo Moral Republicano, Defensoría del pueblo, Ministerio 

Público, Contraloría General de la República).

Consecuencialmente, de lo anterior no puede deducirse que todo 

acto realizado en ejercicio de la función normativa, sea un acto legislativo; 

que todo acto realizado en ejercicio de la función política, sea un acto de 

gobierno; que todo acto realizado en ejercicio de la función jurisdiccional, 

sea un acto judicial; que todo acto realizado en ejercicio de la función de 

control sea un acto administrativo o que todo acto realizado en ejercicio 

de la función administrativa, sea también un acto administrativo. 

Al contrario, así como los diversos órganos del Estado realizan di-

versas funciones, los actos cumplidos en ejercicio de las mismas no son 

siempre los mismos ni tienen por qué serlo. 

En efecto, tal como hemos señalado, la Asamblea Nacional en ejer-

cicio del Poder Legislativo puede ejercer funciones normativas, polí ticas, 

jurisdiccionales, de control y administrativas, pero los actos que emanan de 

la misma al ejercer dichas funciones no son, necesariamente, ni uniformes 

ni correlativos. 

Cuando la Asamblea Nacional ejerce la función normativa, es decir, 

crean normas jurídicas de carácter general actuando como cuerpo legis-

ladores, dicta leyes (Art. 203), pero cuando lo hace en otra forma distinta, 

por ejemplo, al dictar sus reglamentos internos, ello lo hace a través de 

actos parlamentarios sin forma de ley (Art. 187,19). Ambos son actos legis-

lativos, pero de distinto valor normativo. Cuando la Asamblea Nacional 

ejerce la función política, es decir, intervienen en la formulación de las 

políticas nacionales, lo hacen a través de leyes (Art. 303) o a través de actos 

parlamentarios sin forma de ley (Art. 187,10). En el caso de la participación 
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en el ejercicio de la función jurisdiccional, al autorizar el enjuiciamiento 

del Presidente de la República, la Asamblea Nacional concretiza su acción a 

través de un acto parlamentario sin forma de ley (266,2). Cuando la Asamblea 

Nacional ejerce sus funciones de control el Gobierno y la Administración 

Pública también dicta actos parlamentarios sin forma de ley (Art. 187,3). Por 

último, en cuanto al ejercicio de la función administrativa por la Asamblea 

Nacional, ella puede concretarse en leyes (187,9),49 actos parlamentarios sin 

forma de ley (Art. 187,12) o actos administrativos (Art. 187,22).

Por su parte, cuando los órganos que ejercen el Poder Ejecutivo, 

particularmente el Presidente de la República, realizan la función nor-

mativa, ésta se concretiza en decretos-leyes y reglamentos (actos administrativos 

de efectos generales) (Art. 236,10; 266,5). En este caso de los decretos-leyes, 

estos pueden ser decretos leyes delegados dictados en virtud de una habili-

tación legislativa (Art. 203; 236,8); decretos leyes de organización ministerial 

(art. 236,20) y decretos leyes de estados de excepción (art. 236,7). En todos 

estos casos de decretos leyes, si bien todos son objeto de regulaciones 

legislativas que los condicionan (leyes habilitantes o leyes orgánicas) auto-

rizadas en la Constitución; los mismos tienen rango y valor de ley. Pero  

el Presidente de la República también realiza la función política, al dictar 

actos de gobierno, que son actos dictados en ejecución directa e inmediata de 

la Constitución (Art. 236,2,4,5,6,19,21). En particular, en este caso, dichos 

actos de gobierno se caracterizan frente a los actos administrativos por dos 

elementos combinados: en primer lugar, porque el acto de gobier no sólo 

puede ser realizado por el Presidente de la República, como jefe del Estado, 

“en cuya condición dirige la acción de Gobierno” (Art. 226); y en segundo 

lugar, porque se trata de actos dictados en ejecución de atribuciones estable-

cidas directamente en la Constitución, sin posibilidad de condicionamiento 

legislativo, y que, por tanto, tienen el mismo rango que las leyes. 

En todo caso, para distinguir el acto legislativo del acto de gobierno 

y del acto administrativo no sólo debe utilizarse el criterio orgánico, sino 

también el criterio formal: el acto de gobierno, aun cuando realizado en 

ejecución directa de la Constitución, está reservado al Presidente de la 

República, en tanto que el acto legislativo, realizado también en ejecución 

directa de la Constitución,50 en principio está reservado a la Asamblea 

Nacional; aún cuando esta pueda delegar la potestad normativa con rango 

49  En el pasado, por ejemplo, eran las leyes aprobatorias de contratos estatales conforme al artículo 126 de la 
Constitución de 1961.
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de ley en el Presidente de la República mediante una ley habilitante (Art. 

203), en cuyo caso el acto dictado por el Presidente mediante decretos 

leyes habilitados (Art. 236,8) es un acto legislativo, aún cuando delegado. 

En esta forma, el criterio orgánico distingue el acto de gobierno del acto 

legislativo, y ambos se distinguen del acto administrativo mediante el cri-

terio formal: tanto el acto de gobierno como el acto legislativo (el dictado 

por la Asamblea Nacional como el dictado por delegación por el Presi-

dente de la República) se realizan en ejecución directa de competencias 

constitucionales, en tanto que el acto administrativo siempre es de rango 

sublegal, es decir, sometido a la ley y realizado en ejecución de la ley, y por 

tanto, en ejecución mediata e indirecta de la Constitución.

Es decir, los actos de gobierno se distinguen de los actos adminis-

trativos, en que estos se realizan a todos los niveles de la Administración 

Pública y siempre tienen rango sublegal, es decir, se dictan por los órganos 

ejecutivos en ejecución de atribuciones directamente establecidas en la 

legislación, y sólo en ejecución indirecta y mediata de la Constitución.51 

Pero además, en los casos de ejercicio de la función jurisdiccional, de la 

función de control y de la función administrativa, los órganos ejecutivos 

dictan, por ejemplo, actos administrativos (Art. 259; 266,5). 

En cuanto a los órganos que ejercen el Poder judicial, cuando por 

ejemplo el Tribunal Supremo de Justicia ejerce la función normativa, dicta 

reglamentos (actos administrativos de efectos generales),52
 
cuando ejerce la 

función administrativa y la función de control sobre el Poder Judicial (Art. 

267), dictan actos administrativos; y cuando ejerce la función juris diccional, 

dictan actos judiciales (sentencias) (Art. 266, 336). El acto judicial, por su 

parte, también se distingue del acto de gobierno y de la acto legislativo 

con base en los dos criterios señalados: desde el punto de vista orgánico, 

porque el acto judicial está reservado a los Tribunales de la República, en 

tanto que el acto legislativo está reservado a la Asamblea Nacional, la cual 

puede delegarlo en el Presidente de la República (leyes habilitantes) y  

el acto de gobierno está reservada al Presidente de la República;53 y desde 

el punto de vista formal, porque al igual que el acto administrativo, el 

50  La Asamblea Nacional realiza su actividad legislativa en cumplimiento de atribuciones directamente establecidas 
en la Constitución (Art. 187,1; 203). En el solo caso de las leyes especiales que han de someterse a las leyes 
orgánicas preexistentes (Art. 203) podría decirse que hay condicionamiento legislativo de la propia actividad 
legislativa. En igual sentido, los decretos-leyes dictados por el Presidente de la República en ejercicio de la 
función normativa, están condicionados por la ley habilitante o de delegación (Art. 236,8). 

51  En este sentido es que podría decirse que la actividad administrativa se reduce a ejecución de la ley.
52  Los reglamentos establecidos en la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, Art. 6, Párrafo 1,10,12.
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acto judicial es de rango sublegal, es decir, sometido a la ley y realizado 

en ejecución de la ley. 

Por último, en cuanto a la distinción entre el acto administrativo y 

el acto judicial, si bien no puede utilizarse el criterio formal de su gradua-

ción en el ordenamiento jurídico ya que ambos son dictados en ejecución 

directa e inmediata de la legislación y en ejecución indirecta y mediata  

de la Constitución, sí se distinguen con base al criterio orgánico y a otro 

criterio formal. Desde el punto de vista orgánico, el acto judicial está reser-

vado a los tribunales, con carácter de exclusividad, ya que sólo éstos pue-

den dictar sentencias; y desde el punto de vista formal, la declaración de 

lo que es derecho en un caso concreto que realizan los órganos judiciales,  

se hace mediante un acto que tiene fuerza de verdad legal, que sólo las 

sentencias poseen. 

Por su parte, cuando los órganos que ejercen el Poder Ciudadano 

realizan la función de control (Art. 274; 281; 289), la función normativa  

y la función administrativa, la misma se concreta en actos administrativos de 

efectos generales (reglamentos) o de efectos particulares (Art. 259; 266,5). Igual-

mente, cuando los órganos que ejercen el Poder Electoral realizan la fun-

ción normativa (Art. 293,1), dictan actos administrativos de efectos generales 

(reglamentos) (Art. 293,1); y cuando realizan la función administrativa (Art. 

293,3) y de control (Art. 293,9), la misma se concreta en actos administrativos 

(Art. 259; 266,5). 

En esta forma, el ejercicio de la función normativa se puede mani-

festar, variablemente, a través de leyes, actos parlamentarios sin forma de 

ley, decretos-leyes y reglamentos (actos administrativos de efectos genera-

les); el ejercicio de la función política, a través de actos de gobierno, leyes y 

actos parlamentarios sin forma de ley; el ejercicio de la función jurisdi ccio-

nal, a través de actos parlamentarios sin forma de ley, actos admi nistrativos 

y sentencias; el ejercicio de la función de control, a través de leyes, actos 

parlamentarios sin forma de ley, actos administrativos y sentencias; y el 

ejercicio de la función administrativa, a través de leyes, actos parlamentarios 

sin forma de ley y actos administrativos. 

En sentido inverso, puede decirse que las leyes sólo emanan de la 

53  Puede decirse, entonces, que la separación orgánica de poderes tiene plena concordancia con la división 
orgánica de las actividades de gobierno (reservada al Presidente de la República), legislativas (reservadas a la 
Asamblea Nacional, la cual puede delegarla en el ejecutivo Nacional) y judiciales (reservada a los Tribunales). 

se realiza por todos ellos.
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Asamblea Nacional actuando no sólo en ejercicio de la función normativa, 

sino de la función política, de la función de control y de la función admi-

nistrativa; que los actos de gobierno emanan del Presidente de la República, 

actuando en ejercicio de la función política; que los decretos-leyes emanan 

también del Presidente en ejercicio de la función normativa; que los actos 

parlamentarios sin forma de ley sólo emanan de la Asamblea Nacional, 

actuando en ejercicio de las funciones normativas, política, de control y 

administrativa; y que los actos judiciales (sentencias) sólo emanan de los 

tribunales, actuando en ejercicio de la función jurisdiccional. En todos 

estos casos, el tipo de acto se dicta exclusivamente por un órgano estatal, 

pero en ejercicio de variadas funciones estatales. Lo privativo y exclusivo 

de los órganos estatales en esos casos, no es el ejercicio de una determi-

nada función, sino la posibilidad de dictar determinados actos: las leyes 

y los actos parlamentarios sin forma de ley por la Asamblea nacional; los 

actos de gobierno por el Presidente de la República; y los actos judiciales 

(sentencias) por los tribunales. 

En cuanto a los actos administrativos, éstos pueden emanar de la 

Asamblea Nacional, actuando en función administrativa y en función de 

control; de los tribunales, actuando en función normativa, en función de 

control y en función administrativa; de los órganos que ejercen el Poder 

Ejecutivo (Administración Pública Central) cuando actúan, en función 

normativa, en función jurisdiccional, en función de control y en función 

administrativa; de los órganos que ejercen el Poder Ciudadano actuando 

en función normativa, en función de control y en función administrativa; y 

de los órganos que ejercen el Poder Electoral actuando también en función 

normativa, en función de control y en función administrativa. 

Los actos administrativos en esta forma, y contrariamente a lo  

que sucede con las leyes, con los actos parlamentarios sin forma de ley, con 

los decretos-leyes, con los actos de gobierno y con las sentencias judiciales, 

no están reservados a determinados órganos del Estado, sino que pueden ser 

dictados por todos ellos y no sólo en ejercicio de la función administrativa. 

VI  El Control de la Administración Pública y la Responsabilidad  

 Administrativa

La consecuencia de los principios de supremacía constitucional, de 

formación del derecho por grados y de legalidad es que todos los actos 

estatales están sometidos a control judicial, por lo que en el ordenamien-
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to jurídico venezolano no hay actos estatales excluidos de control. De allí 

que dentro del marco constitucional del derecho administrativo también 

se identifique el de la universalidad del control de los actos estatales por 

parte de los órganos del Poder Judicial. 

Por ello, dejando aparte el control judicial que se ejerce sobre los actos 

judiciales (sistemas procesales de apelación, acción de amparo, recursos 

de revisión, recurso de casación), los demás actos estatales están sujetos al 

control judicial por parte de los jueces competentes para ejercer tanto la 

justicia constitucional como la justicia administrativa. 

En cuanto al sistema de justicia constitucional, en Venezuela está 

concebido como un sistema mixto, en el cual el control difuso de la consti-

tucionalidad está atribuido a todos los tribunales de la República (art. 334), 

y el sistema concentrado, con relación a las leyes y demás actos de rango 

legal o de ejecución directa e inmediata de la Constitución, está atribuido 

a la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia (art. 336),54 la cual 

tiene poderes anulatorios en la materia con efectos erga omnes. 

Ahora bien, para asegurar la sumisión de los reglamentos y demás 

actos administrativos al derecho, conforme al principio de la legalidad que 

deriva del Estado de Derecho y a la tradición constitucional que se inicia 

en 1925 y se consolida en la Constitución de 1961, la Constitución de 

1999, ha previsto la garantía judicial específica a cargo de la Juris dicción 

contencioso-administrativa, es decir, al conjunto de órganos judi ciales en-

cargados de controlar la legalidad y de la legitimidad de las actuaciones 

de la Administración, tanto por sus actos, omisiones y en general la acti-

vidad administrativa, como por las relaciones jurídico-admi nis trativas en 

las cuales aquella intervenga.55 La norma fundamental que constituciona-

liza esta jurisdicción en Venezuela está contenida en el artículo 259 de la 

Constitución de 1999,56 cuyo texto es el siguiente: 

La jurisdicción contencioso-administrativa corresponde al Tribunal Supremo 
de Justicia y a los demás tribunales que determina la ley. Los órganos de la 
jurisdicción contencioso-administrativa son competentes para anular los actos 
administrativos generales o individuales contrarios a derecho, incluso por des-
viación de poder; condenar al pago de sumas de dinero y a la reparación de 
daños y perjuicios originados en responsabilidad de la Administración; cono-
cer de reclamos por la prestación de servicios públicos y disponer lo necesario 

54  Véase en general, Allan R. Brewer-Carías, La Justicia Constitucional, Tomo VI, Instituciones Políticas y Consti-
tucionales, op. cit., p. 86 y ss.

55  Allan R. Brewer-Carías, Las Instituciones Fundamentales del Derecho Administrativo y. la Jurisprudencia Vene-
zolana. Publicaciones de la Facultad de Derecho, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1964, p. 295 y 
ss.
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para el restablecimiento de las situaciones jurídicas subjetivas lesionadas por la 
actividad administrativa. 

Ha sido precisamente con base en esta norma constitucional, que 

repite casi textualmente el contenido del artículo 206 de la anterior Cons-

titución de 1961, que en Venezuela se ha desarrollado la jurisdicción con-

tencioso-administrativa que se ejerce por la Sala Político Administrativa 

del Tribunal Supremo de Justicia y otros tribunales establecidos por ley. 

La configuración de dicha jurisdicción, por otra parte, se ha completado 

en la Constitución de 1999, al regularse también en el artículo 297, a  

la “jurisdicción contencioso electoral” atribuyéndose su ejercicio a la  

“Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia y los demás tribunales 

que determine la ley”; especializándose así, el control de legalidad e in-

constitucionalidad de los actos administrativos dictados por los órganos 

del Poder Electoral. 

Con base en el artículo 259 de la Constitución (equivalente al 206 

de la Constitución de 1961), fue la jurisprudencia de la antigua Corte  

Supre ma de Justicia la que elaboró las bases del contencioso administra-

tivo,57 las cuales desarrolladas por la doctrina nacional,58 condujeron a la 

ela boración de la derogada Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia  

de 1976,59 en cuyas normas se reguló el procedimiento contencioso-admi-

nistrativo ante la Corte; situación que continuó con la Ley Orgánica del 

Tribunal Supremo de Justicia.60

Ahora bien, la importancia del texto del artículo 259 de la Consti tu-

ción, y su efecto inmediato, que es la constitucionalización de la jurisdicción 

contencioso-administrativa, radica en los siguientes cuatro aspectos.61

En primer lugar, en la universalidad del control que la Constitución 

regula respecto de los actos administrativos, en el sentido, de que todos, 

56  Véase en general Allan R. Brewer-Carías, La Constitución de 1999. Derecho Constitucional Venezolano, 2 
Tomos, Caracas, 2004.

57  En cuanto a la jurisprudencia, véase en Allan R. Brewer-Carías, 
Estudios de Derecho Administrativo, Tomo V, La Jurisdicción Contencioso-Administrativa, Vol. 1 y 2, Instituto 
de Derecho Público, Facultad de Derecho, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1978; Allan R. Brewer-
-Carías y Luís Ortiz Álvarez, Las grandes decisiones de la jurisprudencia Contencioso Administrativa, Caracas, 
1996; y: Luís Ortiz-Álvarez, 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1995. 

58  Luis Torrealba Narváez, “Consideraciones acerca de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, su Procedimien-
to y Algunas Relaciones de éste con el de la Jurisdicción Judicial Civil”, en Anales de la Facultad de Derecho, 
Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1951; Hildegard Rondón de Sansó, El Sistema Contencioso-
-Administrativo de la Carrera Administrativa. Instituciones Procedimiento y Jurisprudencia, Ediciones Magón, 
Caracas, 1974. Véase asimismo, Allan R. Brewer-Carías, Estado de Derecho y Control Judicial, Madrid, 1985, 
p. 281 y ss; José Araujo Juárez, José, Derecho Procesal Administrativo, Vadell Hermanos editores, Caracas, 
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absolutamente todos los actos administrativos pueden ser sometidos a con-

trol judicial por los órganos de la jurisdicción contencioso-adminis trativa, 

por contrariedad al derecho, es decir, sea cual sea el motivo de la misma: 

inconstitucionalidad o ilegalidad en sentido estricto. La Consti tución no 

admite excepciones, y como lo explicó la Exposición de Motivos de la 

Constitución de 1961, la fórmula “contrarios a derecho es una enun ciación 

general que evita una enumeración que puede ser peligrosa al dejar fuera 

de control algunos actos administrativos”. 

Por tanto, la intención de los proyectistas de la norma, tanto en la 

Constitución de 1961 como en la de 1999, fue la de que a todos los actos 

administrativos, por cualquier motivo de contrariedad al derecho, pudieran 

ser controlados por los Tribunales que conforman la jurisdicción conten-

cioso-administrativa. Ello, por supuesto, trae una consecuencia funda-

mental: cualquier exclusión de control respecto de actos administrativos 

específicos sería inconstitucional, sea que dicha exclusión se haga por vía 

de ley o por las propias decisiones de los Tribunales, en particular, del 

propio Tribunal Supremo de Justicia.

A los efectos de asegurar la universalidad del control contencioso 

administrativo, han sido los propios órganos de la jurisdicción contencioso 

administrativa los que han venido ampliando el concepto de acto adminis-

trativo, a los efectos de asegurar que todo acto administrativo pueda ser 

objeto de control judicial, de manera que no haya actos administrativos 

que queden excluidos de control.62 Es la tendencia a la universalidad del 

control que hemos destacado en otro lugar,63 lo que ha permitido, como 

hemos señalado, someter a control de legalidad y constitucionalidad a los 

1996; Allan R. Brewer-Carías, Contencioso Administrativo, Tomo VII, Instituciones Políticas y Constitucionales, 
Caracas-San Cristóbal, 1997; Antonio Canova González, 
administrativo venezolano, Editorial Sherwood, Caracas, 1998. Véase además, las siguientes obras colectivas: 
El Control Jurisdiccional de los Poderes Públicos en Venezuela, Instituto de Derecho Público, Facultad de 
Ciencias Jurídicas y Políticas, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1979; Contencioso Administrativo 
en Venezuela, Editorial Jurídica Venezolana, tercera edición, Caracas, 1993; Derecho Procesal Administrativo, 
Vadell Hermanos editores, Caracas, 1997; 8ª Jornadas “J.M. Domínguez Escovar” (Enero 1983), Tendencias de 
la jurisprudencia venezolana en materia contencioso-administrativa, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, 
U.C.V., Corte Suprema de Justicia; Instituto de Estudios Jurídicos del Estado Lara, Tip. Pregón, Caracas, 1983; 
Contencioso Administrativo, I Jornadas de Derecho Administrativo Allan Randolph Brewer-Carías, Funeda, Ca-
racas, 1995; XVIII Jornadas “J.M. Domínguez Escovar, Avances jurisprudenciales del contencioso-administrativo 
en Venezuela, 2 Tomos, Instituto de Estudios Jurídicos del Estado Lara, Diario de Tribunales Editores, S.R.L. 
Barquisimeto, 1993.

59  Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia del 30 de julio de 1976 (LOCSJ) en n. 1.893, 
Extraordinaria del 30-07-76.

60  Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia (LOTSJ), , n. 37942 de 20-05-2004.
61 Allan R. Brewer-Carías, Nuevas Tendencias en el Contencioso Administrativo en Venezuela, Caracas, 1993.
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actos administrativos dictados por las Administraciones Públicas en fun ción 

normativa y jurisdiccional, así como los actos administrativos dictados por 

otros órganos del Estado distintos a la Administración Pública y por entes 

de derecho privado o de derecho público no estatales, y por parti culares 

dictados en función normativa o administrativa.64

En segundo lugar y como consecuencia de esta tendencia hacia la 

universalidad del control, está el elenco de recursos y acciones puestos a 

disposición de los particulares para acceder a la justicia contencioso admi-

nistrativa que, por supuesto, además del recurso de nulidad contra los actos 

administrativos de efectos generales o de efectos particulares, o contra los 

actos administrativos generales o individuales, con o sin preten sión de 

amparo constitucional, comprende el recurso por abstención o negativa de 

los funcionarios públicos a actuar conforme a las obligaciones legales que 

tienen; el recurso de interpretación; el conjunto de demandas contra los 

entes públicos; y las acciones para resolver los conflictos entre autoridades 

administrativas del Estado. 

Pero en tercer lugar, la importancia de la constitucionalización de 

la jurisdicción contencioso-administrativa, es decir, del control judicial 

de constitucionalidad y legalidad de todos los actos administrativos, está  

en que no sólo la norma constitucional del artículo 259 persigue una asig-

nación de competencias a unos órganos judiciales, sino en que con sagra 

un derecho fundamental del ciudadano a la tutela judicial efectiva frente a la Ad-

ministración, en el sentido de lo establecido en el artículo 26 de la propia 

Constitución y en el artículo 18, primer párrafo de la Ley Orgánica del 

Tribunal Supremo. En esta forma, la jurisdicción contencioso administra-

tiva se configura constitucionalmente como un instrumento procesal de 

protección de los administrados frente a la Administración, y no como un 

mecanismo de protección de la Administración frente a los particu lares. 

De allí la ratificación del principio de la universalidad del control, en el 

sentido de que tratándose de un derecho constitucional al mismo, no podría 

el Legislador excluir de control a determinados actos adminis trativos. Por 

otra parte, tratándose de un derecho fundamental al control, en la relación 

62  Véase por ejemplo la sentencia de la CSJ-SPA de 11.8.93, en. Revista de Derecho Público, n. 55-56, Caracas, 
1993, p. 390.

63  Véase Allan R. Brewer Carías, Nuevas Tendencias en el Contencioso Administrativo en Venezuela, Caracas, 
1993, p. 19 y ss.

64  Idem, p. 25 y ss.
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privilegios estatales-libertad ciudadana, esta última debe prevalecer.

Además, en cuarto lugar, la forma como están concebidas constitu-

cionalmente la universalidad de control y el derecho ciudadano a la 

tutela judicial frente a la Administración, implica la asignación al juez 

conten cioso-administrativo de amplísimos poderes de tutela, no sólo de la 

legalidad objetiva que debe siempre ser respetada por la Administración, 

sino de las diversas situaciones jurídicas subjetivas que pueden tener los 

particulares en relación a la Administración. Por ello, el juez contencioso-

adminis trativo, de acuerdo a los propios términos del artículo 259 de la 

Consti tución, tiene competencia no sólo para anular los actos administra-

tivos contrarios a derecho, sino para condenar a la Administración al pago  

de sumas de dinero y a la reparación de daños y perjuicios originados  

en responsabilidad de la misma, y además, para disponer lo necesario 

para el restablecimiento de las situaciones jurídicas subjetivas lesionadas 

por la autoridad administrativa, incluyendo en la expresión “situaciones 

jurídicas subjetivas” no sólo el clásico derecho subjetivo, sino los derechos 

constitucionales y los propios intereses legítimos, personales y directos  

de los ciudadanos.

Se destaca, en este último aspecto del artículo 259 de la Constitución, 

por supuesto, el marco constitucional de la responsabilidad administrativa, 

tanto del Estado como de los funcionarios públicos. En efecto, la realiza ción 

de actividades estatales, como resultado del ejercicio de competencias por 

los titulares de los órganos que ejercen el Poder Público, como toda activi-

dad en el mundo del derecho, puede producir daños a los adminis trados, 

tanto como resultado del ejercicio lícito de los Poderes Públicos como por 

hecho ilícito. Si estos daños se producen, tanto los titulares de los órganos 

del Estado (los funcionarios públicos), como las personas jurídicas estatales 

deben responder por los mismos. 

En cuanto a los funcionarios públicos, el artículo 139 de la Constitu-

ción, que recoge una norma que ha sido tradicional de nuestro constitu-

cionalismo, relativa al principio de la responsabilidad individual de los 

titulares de los órganos que ejercen el Poder Público. Dispone dicha norma 

que “El ejercicio del Poder Público acarrea responsabilidad indivi dual por 

abuso o desviación de poder o por violación de esta Constitución o de la 

Ley”. Esta norma recogió el principio del artículo 121 de la Consti tución 

de 1961, pero agregando además del abuso de poder y de la viola ción de 

la Constitución y la ley, a la “desviación de poder” dentro de los supuestos 
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que generan responsabilidad del funcionario. 

En consecuencia, la responsabilidad de los funcionarios cuando 

en ejercicio del Poder Público causen daños, puede originarse por abuso  

de poder, es decir, por el llamado vicio en la causa de los actos estatales 

(falso supuesto, por ejemplo); por desviación de poder, que es el vicio en 

la finalidad del acto estatal, al utilizarse el poder conferido para perseguir 

fines distintos a los establecidos en la norma atributiva de competencia;  

y en general, por violación de la Constitución o de la Ley, es decir, en ge-

neral, por contrariedad al derecho. 

La Constitución, por otra parte, y también siguiendo una larga tra-

dición de nuestro constitucionalismo, reitera el principio de la responsa-

bilidad de los funcionarios públicos pero, en particular, respecto de los 

actos que dicten, ordenen o ejecuten, que violen o menoscaben los dere chos 

garantizados constitucionalmente; responsabilidad que puede ser civil, 

penal y administrativa, sin que pueda servirles de excusa órdenes supe-

riores que reciba el funcionario (art. 25). Este mismo principio lo repite 

el artículo 8 de la Ley Orgánica de la Administración Pública, en relación 

con los funcionarios “de la Administración Pública”. 

Debe indicarse, por otra parte, que la Constitución, además de ha-

ber sido reiterativa en el establecimiento de la responsabilidad individual  

de los funcionarios en ejercicio del Poder Público (arts. 46,4; 199, 200, 

216, 222, 232, 241, 242, 244, 281,4 y 5; 285,4; 315), la ha reafirmado en 

particular respecto de los jueces por los daños causados a los ciudadanos 

en el ejercicio de sus funciones, por ejemplo, por retardo o error judicial 

(Arts. 49,8 y 255). 

Pero además de haber establecido la responsabilidad individual de 

los funcionarios, una de las innovaciones importantes de la Constitución 

de 1999 en materia de régimen general del ejercicio del Poder Público, 

fue la previsión expresa del principio de la responsabilidad patrimonial 

del Estado, es decir, de las personas jurídicas estatales, básicamente las que 

resultan de la distribución vertical del Poder Público (Repúblicas, Esta dos 

y de Municipios); por los daños y perjuicios que causen los fun cionarios 

en ejercicio de sus funciones. 

En la Constitución de 1961, el principio de la responsabilidad del 

Estado se deducía de la previsión del artículo 47, que establecía que las 

personas no podían pretender que los entes estatales los indemnizaren 

sino por daños causados por “autoridades legítimas en ejercicio de su fun-
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ción pública”; y del artículo 206, que regulaba la jurisdicción conten cioso 

administrativa (equivalente al artículo 259 de la Constitución de 1999), al 

atribuirle a los tribunales de dicha jurisdicción, competencia para dictar 

sentencias de condena “al pago de sumas de dinero y a la reparación de 

daños y perjuicios originados en responsabilidad de la Administración”. 

En la Constitución de 1999, sin embargo, se incluyó una norma ex-

presa en la materia, con el siguiente texto:

Artículo 140: El Estado responderá patrimonialmente por los daños que sufran 
los particulares en cualquiera de sus bienes y derechos, siempre que la lesión 
sea imputable al funcionamiento de la Administración Pública. 

De la expresión “funcionamiento de la Administración Pública” se 

admite que la responsabilidad del Estado se puede originar cuando la lesión 

se derive tanto del “funcionamiento normal” como del “funciona miento 

anormal” de la Administración Pública. 

Por otra parte, se observa de esta norma que la responsabilidad es 

del “Estado”, es decir, de las personas jurídicas estatales, en particular, de 

la República, de los Estados y de los Municipios en sus respectivos niveles 

territoriales, por el funcionamiento de sus Administraciones Públicas. 

En cuanto a la expresión “Administración Pública” utilizada en este 

artículo, en todo caso, debe interpretarse conforme se utiliza la expresión 

en el Título IV de la Constitución, donde está ubicada, abarcando no sólo 

la Administración Pública conformada por los órganos que ejercen el Po-

der Ejecutivo, en los tres niveles político territoriales, sino la conformada 

por los órganos que ejercen el Poder Ciudadano y el Poder Electoral, así 

como la Administración Pública que constituye la Dirección Ejecutiva de 

la Magistratura del Tribunal Supremo de Justicia y las unidades adminis-

trativas de la Asamblea Nacional. 

La redacción de la norma, sin embargo, no permite su aplicación a 

los casos de responsabilidad del Estado legislador, causada, por ejemplo, 

al sancionar una ley. 

El principio de la responsabilidad patrimonial del Estado por la ac-

tividad de la Administración Pública, por otra parte, lo reitera el artículo 

14 de la Ley Orgánica de la Administración Pública, aún cuando en forma 

impropia, al disponer que la responsabilidad patrimonial sería de la “Admi-

nistración Pública”, cuando esta, como se ha señalado, no es un sujeto de 

derecho o persona jurídica. La norma, en efecto, señala: 
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La Administración Pública será responsable ante los particulares por la gestión 
de sus respectivos órganos, de conformidad con la Constitución de la Repú-
blica Bolivariana de Venezuela y la ley, sin perjuicio de la responsabilidad que 
corresponda a los funcionarios por su actuación. 

La Administración Pública responderá patrimonialmente por los daños  
que sufran los particulares, siempre que la lesión sea imputable a su funciona-
miento. 

La “Administración Pública”, en efecto, no puede ser responsable 

pues no es un sujeto de derecho. En la norma, sin duda, se ha utilizado la 

expresión como equivalente a las personas jurídicas estatales cuyos órga nos 

administrativos (Administración Pública) han causado el daño, de manera 

que la responsabilidad es propiamente de las personas jurídicas estatales 

político-territoriales, (República, Estado, Municipios, Distritos Metropo-

litanos), o descentralizadas (por ejemplo, los institutos autónomos) que la 

Constitución comprende en la expresión “Estado”. 

Ahora bien, sobre el principio de la responsabilidad patrimonial  

del Estado, el principio deriva del proceso natural de penetración del de-

recho administrativo en áreas tradicionales del derecho privado, pero sin 

haber tenido realmente un desarrollo autônomo.65 Sólo ha sido a partir 

de la entrada en vigencia de la Constitución de 1999 que la Sala Político 

Administrativa y la Sala Constitucional del Tribunal Supremo han venido 

avanzando en ello. 

Por supuesto, convenimos en que hoy es perfectamente admisible 

englobar los dos aspectos mencionados de la obligación resarcidora del 

Estado bajo la denominación general de “responsabilidad administrativa”, 

que englobaría todas las reparaciones debidas por el Estado por daños 

causados por actividades administrativas tanto lícitas como ilícitas. En 

cuanto a la responsabilidad por hecho ilícito, por supuesto, sigue rigiendo 

el derecho civil; y lo mismo se puede decir de la responsabilidad por ries-

go. De la norma del artículo 140 de la Constitución, en efecto, en nuestro 

criterio se deriva lo siguiente: 

En primer lugar, que la responsabilidad del Estado se puede generar 

por daños causados a los particulares por culpa imputable a la Adminis-

tración, como consecuencia de los actos u omisiones de sus funcionarios 

65  Véase Luis A Ortiz Álvarez, La Responsabilidad Patrimonial de la Administración Pública, Editorial Jurídica 

de la responsabilidad patrimonial de la Administración. Análisis de la interpretación dada al artículo 140 de 
la Constitución de 1999, Caracas, 2004. Véase la jurisprudencia en Luis Ortiz Álvarez, Jurisprudencia de la 
responsabilidad extracontractual del Estado (1961-1997), Caracas 1997en genera.
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conforme a los principios del artículo 1.185 del Código Civil. 

Se trata, en este caso, de daños causados por lesiones imputables  

al funcionamiento anormal de la Administración que es el que origina el 

hecho ilícito, es decir, por lesiones producidas por actividades ilegales, 

contrarias a derecho o que no son realizadas con sometimiento pleno a 

la ley y al derecho como lo exige el artículo 141 de la Constitución, y que 

sean imputables a los funcionaros o titulares de los órganos del Estado. 

En segundo lugar, que la responsabilidad del Estado se puede tambi-

én generar por daños causados a los particulares por lesiones imputables  

al funcionamiento anormal de la Administración Pública, pero sin que sea 

necesario establecer culpa alguna de los funcionarios o titulares de los 

órganos del Estado, como consecuencia de la teoría del riesgo de acuerdo 

con lo establecido en los artículos 1.192, 1.193 y 1.194 del Código Civil.; 

y siempre que no se dé alguna de las causas eximentes de la responsabili-

dad consagrada en dichas normas del Código Civil y que la Administra-

ción también podría invocar: cuando el daño ha sido causado por falta de 

la víctima, por el hecho de un tercero o por caso fortuito o fuerza mayor. 

En tercer lugar, que la responsabilidad del Estado se puede también 

generar por daños causados a los particulares, sin que haya culpa impu table 

a la Administración y, por tanto, aún cuando haya habido someti miento 

pleno a la ley y al derecho, y que por tanto sean derivados de lesiones cau-

sadas por el funcionamiento normal de la Administración. En estos casos, 

el Estado debe también reparar los daños causados por la lesión, pues el 

particular, conforme al principio de la igualdad ante las cargas públicas, 

no está legalmente obligado a soportar individualmente el daño que se 

le causa; y siempre, por supuesto, que no se dé alguna de las causas exi-

mentes de la responsabilidad que consagra el artículo 1.193 del Código 

Civil y que la Administración también podría invocar: cuando el daño ha 

sido causado por falta de la víctima, por el hecho de un tercero o por caso 

fortuito o fuerza mayor.66
 

En estos casos, como lo ha señalado la Sala Político Administrativa 

del Tribunal Supremo, “lo determinante es que los particulares no están 

obligados a soportar sin indemnización el daño sufrido, indistintamente 

si el daño ha sido causado por el funcionamiento normal o anormal”  

de la Administración.67 Por ello, cuando la Sala Constitucional del Tribu- 

nal Supremo ha señalado que la responsabilidad administrativa” debe  

ser apreciada de manera objetiva”, en nuestro criterio es sólo porque 
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descarta “la culpa del funcionario como fundamento único del sistema 

indemnizatorio”.68 Por ello, la Sala Político-Administrativa del Tribunal 

Supremo, en sentencia de 21-08-2003 (Caso: Rogelio Cartaza Acosta) ha 

señalado que la Constitución de 1999 “Establece un sistema mixto de 

responsabilidad patrimonial del Estado, en el cual se combinan la respon-

sabilidad objetiva o sin falta de la Administración y la responsabilidad  

con falta o por funcionamiento anormal de la misma”; lo que condujo a la 

Sala a señalar que a los fines de establecer la responsabilidad del Estado, 

si bien debe constatarse “que se ha producido un daño patrimonial a un 

particular que no está obligado a soportar”. Ese daño o lesión puede darse 

como consecuencia de una actuación legítima de la Administración (en cuyo 

caso deben utilizarse la teoría del riesgo y del principio de igualdad ante 

las cargas públicas), o como consecuencia de un funcionamiento anormal 

de la Administración (donde debe establecerse si hubo una violación a las 

obligaciones administrativas).69

-
sileira de Normas Técnicas (ABNT):

BREWER-CARÍAS, Allan R. Marco Constitucional del Derecho Administrativo en Vene-
zuela. A&C Revista de Direito Administrativo e Constitucional, Belo Horizonte, ano 8, n. 31,  

66  Véase la sentencia de la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de 25-03-2003 (Caso CADAFE), en 
Revista de Derecho Público, n. 93-96, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2003, p. 131 y ss. 

67  Véase la sentencia de la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de 09-10-2001 (Caso: Hugo Eunices 
Betancourt), en Revista de Derecho Público, n. 85-88, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2001, p. 79 y ss. 

68  Véase la sentencia de 19-11-2002 (Caso: Gladis de Carmona) de revisión de la sentencia de 15-05-2001 de la 
Sala Político Administrativa, en Revista de Derecho Público, n. 89-92, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
2002, p. 110 y ss. 

69  Véase la cita en José Ignacio Hernández G., cit., p. 48. 


